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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 21 de febrero de 1992. 


La ASAMBLEA GENERAL se reunirá en sesión extraor- 
dinaria, a solicitud de varios señores legisladores, el próximo 
lunes 24, a la hora 16, a fin de hacer cesar el receso y conside- 
rar el siguiente 


* ORDEN DEL DIA 


Observaciones formuladas por el Poder Ejecutivo al pro- 
yecto de ley sobre Refinanciación del Endeudamiento Interno. 


(Carp. N* 36/91 - Rep. N* 17/91) 
LOS SECRETARIOS”. 
2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Sergio Abreu, Alvaro 
Alonso Tellechea, Ernesto Amorín Larrañaga, Mariano 
Arana, José Germán Araújo, Danilo Astori, Hugo Batalla, 
Walter Belvisi, Juan Carlos Blanco, Federico Bouza, Leo- 
poldo Bruera, Enrique Cadenas Boix, Carlos Cassina, Car- 
los W. Cigliuti, Reinaldo Gargano, Bari González Moder- 
nell, José Luis Guntin, Dante Irurtia, Raumar Jude, José 
Korzeniak, Pablo Millor, Carlos Julio Pereyra, Jaime Pé-. 
rez, Juan Carlos Raffo, Walter Santoro, Jorge Silveira 
Zavala, Manuel Singlet, Omar Urioste y Alberto Zumarán 
y los señores representantes Guillermo Alvarez, Agapito Al- 
varez Viera, Juan Justo Amaro, Oscar Amorín Supparo, 
Néstor H. Andrade, Luis Alberto Andriolo, Marcelo Anto- 
naccio, Alejandro Atchugarry, Juan Carlos Ayala, Javier 
Barrios Anza, José Bayardi, Carmen Beramendi, Carlos 
Bertacchi, Luis Batlle Bertolini, Thelman Borges, Federico 
Bosch, Cayetano Capeche, Tabaré Caputi, Gonzalo Ca- 
rámbula, Marcos Carámbula, Jorge Conde Montes de 
Oca, Hugo Cores, Jorge Coronel Nieto, Alberto Couriel, 
Wilson Craviotto, Abraham Czarnievicz, Jorge Chápper, 
Guillermo Chifflet, Eber Da Rosa Vázquez, Daniel H. Del- 
gado Sicco, José E. Díaz, Daniel Díaz Maynard, Yamandú 
Fau, Otto Fernández, Juan Raúl Ferreira, Luis Alberto 
Ferrizo, Carlos M. Garat, Alem García, Daniel García 
Pintos, Humberto González Perla, Ramón Guadalupe, An- 
tonio Guerra Caraballo, Juan Manuel Gutiérrez, Felipe 
Haedo Harley, Luis Alberto Heber, Arturo Heber Fúll- 
graff, Luis A. Hierro López, Doreen Javier Ibarra, Nereo 
Felipe Lateulade, Ramón Legnani, Oscar Lenzi, Héctor 
Lescano, León Lev, José Losada, Jorge Machiñena, Oscar 
Magurno, Luis Eduardo Mallo, Ruben Martínez Huelmo, 
Abayubá Martorell Librán, Edén Melo Santa Marina, Ra-? 
fael Michelini, Ricardo Molinelli, Néstor Moreira Graña, 


Antonio Morell, Francisco Ortiz, Alba E. Osores de Lan- 


za, Agapo Luis Palomeque, Ramón Pereira Pabén, Gonza- 
lo Piana Effinger, Ana Lía Piñeyrúa, Carlos Pita, Luis B. 
Pozzolo, Sergio Previtali, Baltasar Prieto, Walter Riesgo, 
Ricardo Rocha Imaz, Ambrosio Rodríguez, A. Francisco 
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Rodríguez Camusso, Matilde Rodríguez de Gutiérrez, Al- 
varo Romero, María Celia Rubio de Varacchi, Wilson Sa- 
nabria, Rafael Sanseviero, Diana Saravia Olmos, Helios 
Sarthou, Edison Sedarrí Luaces, Aldorio Silveira, Juan 
Adolfo Singer, Heriberto Sosa Acosta, Guillermo Stirling, 
Nicolás Storace Montes, Carlos Suárez Lerena, Pedro Suá- 
rez Lorenzo, Armando Tavares, Andrés Toriani y Alejan- 
dro Zorriila de San Martín. 


FALTAN: con licencia el señor senador Américo 
Ricaldoni y el señor representante Jaime Mario Trobo; con 
aviso el señor senador Daoiz Librán Bonino y los señores 
representantes Mario Cantón, Heber Pinto y Roberto Váz- 
quez Platero. 


3) TEXTO DE LA SOLICITUD DE CONVOCATORIA 
“Montevideo, 20 de febrero de 1992, 


Señor Presidente de la 
Asamblea General 
Doctor Gonzalo Aguirre Ramírez 


Los abajo firmantes solicitamos a Ud. se cite la Asamblea 
General, para el próximo lunes 24, a la hora 16 a fin de 
proceder a levantar el receso y considerar las observaciones 
interpuestas por el Poder Ejecutivo al proyecto de ley referido 
a la refinanciación de las deudas contraídas por productores 
agropecuarios, industriales y comerciantes. 


Saludamos al señor Presidente muy atentamente, 


Baltasar Prieto, Sergio Previtali, Juan Justo 
Amaro, Daniel Delgado Sicco, Wilson Craviotto, 
Américo Ricaldoni, Carlos Cassina, Pablo 
Millor, Hugo Batalla, Marcos Carámbula, 
Carmen Beramendi, León Lev, Dante Irurtia, 
Rafael Sanseyiero, Yamandú Fau, Alem García, 
Leopoldo Bruera, Danilo Astorj”, 


4) LEVANTAMIENTO DEL RECESO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta 
la sesión. 


(Es la hora 16 y 29) 

-La Asamblea General ha sido convocada a solicitud de 
varios señores legisladores a fin de hacer cesar el receso y 
considerar las observaciones formuladas por el Poder Ejecuti- 
vo al proyecto de ley sobre Refinanciación del Endeudamien- 
to Interno. 

Se va a votar si se levanta el receso. 


(Se vota:) 


-102 en 107. Afirmativa. 
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5) REFINANCIACION DEL ENDEUDAMIENTO 
INTERNO. Observaciones formuladas por el Poder 
Ejecutivo, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Por consiguiente, corresponde 
ingresar al orden del día. Están en consideración las observa- 
ciones interpuestas por el Poder Ejecutivo al proyecto de ley 
sobre Refinanciación del Endeudamiento Interno. 


(Antecedentes:) 


“Rep. N' 17/91 . 


Ministerio de Economía y Finanzas 
Montevideo, 20 de diciembre de 1991. 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Dr. Gonzalo Aguirre Ramirez 
Presente 


De mi mayor consideración: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse al señor Pre- 
sidente de la Asamblea General, para objetar parcialmente el 
proyecto de ley sobre Refinanciación del Endeudamiento In- 
terno y Reactivación Empresarial que fuera recibido el día 10 
de diciembre de 1991, y que se devuelve con este Mensaje. 


Razones de juridicidad y de mérito, impulsan al Poder Eje- 
cutivo a ejercer las potestades que le otorgan los artículos 137 
y 138 de la Constitución de la República, . 


-I- 


Las disposiciones comprendidas en los dos primeros Capí- 
tulos del Título I del proyecto, consagran un sistema de acuer- 
do por el cual la sola voluntad de optar por él, por parte de los 
deudores del sistema de intermediación financiera público y 
privado a quienes la ley ampara, determina compulsivamente 
la cancelación de sus deudas con quitas que van del sesenta al 
noventa por ciento de los importes adeudados y fórmulas de 
pago que pueden extenderse a seis años, -- 


Las disposiciones aludidas pueden ser cuestionadas por in- 
constitucionalidad ya que podría argúlirse que lesionan el de- 
recho de propiedad sin la contrapartida indispensable de la 
justa y previa compensación y que lesionan el principio de 
igualdad reconocido en el artículo 8 de la Constitución. * 


Por otra parte las soluciones consagradas en el proyecto 
resultan especialmente gravosas para el Banco de la Repúbli- 
ca Oriental del Uruguay. En efecto, éste absorbe por amplia 
mayoría con relación al sistema Bancario privado los créditos 
que son objeto de esta refinanciación, lo cual compromete 
gravemente la subsistencia de su rentabilidad al provocar un 
desfasaje total entre los plazos en que el Banco debe restituir 
los depósitos que capta del público, y aquéllos en los cuales 
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puede recuperar el dinero que coloca. Agréguese a ello, la 
magnitud del impacto que significa la disminución de activos 
en moneda extranjera frente al mantenimiento de pasivos en 
la misma moneda a consecuencia de los depósitos así consti- 
tuidos. 


Medidas como las proyectadas sólo se justifican ante un 
real estado de necesidad. Por tanto, ellas son excepcionalísi- 
mas y deben ser restringidas y proporcionadas al fin debido. 


Por consiguiente, el Poder Ejecutivo sin perjuicio de res- 
petar el espíritu que animó al Poder Legislativo al aprobar el 
presente proyecto de ley, estima que dcbe tener un alcance 
más limitado. Se observa así el inciso 2* del artículo 1 (inclui- 
dos los literales A), B) y C), el tercer inciso del artículo 2, el 
literal B) del artículo 7 en lo que exceda de 5 semestres, el 
artículo 15 y el artículo 17). 


En cuanto al artículo 4, se observa totalmente el segundo 
inciso y parcialmente el primero en cuanto al descuento que 
exceda del 50% de las cantidades entregadas a cuenta y tam- 


bién las imputadas a intereses, así como la bonificación del 


5% prevista. En consecuencia, se sugiere la siguiente redac- 
ción: 


“ARTICULO 4. - A los deudores comprendidos en los 
literales A) a C) del artículo 5 de la presente ley, se les 
descontará del capital adeudado hasta el 50% de las cantida- 
des entregadas a cuenta y también las imputadas a intereses”. 


En cuanto al artículo $5, se observa totalmente el literal D) 
y parcialmente los literales A), B) y C). El literal A) se obser- 
va a los efectos de incluir a las empresas deudoras del sector 
agropecuario, el mismo tope que en dicho literal se establece 
para los demás sectores. El literal B) se observa en cuanto no 
se establece para las empresas del sector agropecuario el tope 
previsto para las empresas de los sectores industrial y agroin- 
dustrial. El literal C) se observa en su primer inciso, en lo que 
exceda de 600 hectáreas; asimismo se observa en cuanto no 
establece para las empresas del sector agropecuario, el tope 
previsto para las empresas de los sectores industrial y agroin- 
dustrial. 


En consecuencia se sugiere la siguiente redacción: 


“ARTICULO 5. - Las empresas deudoras serán categoriza- 
das de acuerdo a las condiciones siguientes: 


A) Las empresas deudoras del sector agropecuario que al 
30 de junio de 1983 explotaban hasta 75 há Indice 
CONEAT 100 y cuya deuda actualizada, de acuerdo a 
lo dispuesto por la presente ley, no supere los 
U$S 15.000 (quince mil dólares de los Estados Unidos 
de América). 


Las empresas deudoras, de los sectores industrial, 
agroindustrial, comercial y de servicios, que al 30 de 
junio de 1983 empleaban hasta cinco personas y cuya 
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deuda actualizada, de acuerdo a lo dispuesto por la 
presente ley, no supere los U$S 15.000 (quince mil 
dólares de los Estados Unidos de América). 


B) Las empresas deudoras, del sector agropecuario que al 


30 de junio de 1983 explotaban entre 76 y 200 há 
Indice CONEAT 100 y cuya deuda actualizada, de 
acuerdo a lo dispuesto por la presente ley, no supere 
los U$S 50.000 (cincuenta mil dólares de los Estados 
Unidos de América). 


Las empresas deudoras, del sector comercial y de ser- 
vicios, que al 30 de junio de 1983 empleaban hasta 
quince personas y cuya deuda actualizada, de acuerdo 
a lo dispuesto por la presente ley, no supere los 
U$S 25.000 (veinticinco mil dólares de los Estados 
Unidos de América). 


Las empresas deudoras, de los sectores industrial y 
agroindustrial, que al 30 de junio de 1983 empleaban 
hasta veinticinco personas y cuya deuda actualizada, de 
acuerdo a lo dispuesto por la presente ley, no supere 
los U$S 50.000 (cincuenta mil dólares de los Estados 
Unidos de América). 


C) Las empresas deudoras del sector agropecuario, que al 


30 de junio de 1983 explotaban entre 201 y 600 há 
Indice CONEAT 100 y cuya deuda actualizada, de 
acuerdo a lo dispuesto por la presente ley, no supere 
los U$S 100.000 (cien mil dólares de los Estados Uni- 
dos de América). 


Las empresas deudoras del sector comercial y de servi- 
cios, que al 30 de junio de 1983 empleaban hasta trein- 
ta personas y cuya deuda actualizada, de acuerdo a lo 
dispuesto por la presente ley, no supere los U$S 35.000 
(treinta y cinco mil dólares de los Estados Unidos de 
América). 


Las empresas deudoras de los sectores industrial y 
agroindustrial, que al 30 de junio de 1983 empleaban 
hasta cincuenta personas y cuya deuda actualizada, de 
acuerdo a lo dispuesto por la presente ley, no supere 
los U$S 100.000 (cien mil dólares de los Estados Uni- 
dos de América). 


D) Cuando la empresa agropecuaria no fuere propietaria, 


para su categorización, se tomará el 80% (ochenta por 
ciento) de la superficie explotada”. 


En cuanto al artículo 6 se observa totalmente el literal D) 


y parcialmente el literal C) a los efectos de establecer un> 


porcentaje del 40%. En consecuencia se sugiere la siguiente 
redacción para el referido literal C): “C) Las comprendidas en 
el literal C), abonarán el 40% (cuarenta por ciento) del total a 


pagar”. 


La observación al artículo 17 se funda en que se considera 
innecesario ya que tal información puede igualmente produ- 
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cirse por aplicación del artículo 118 de la Constitución de la 
República. 


-JI- 


Con respecto a las disposiciones contenidas en el Capítulo 
IM! del Título I “Dación en pago con entrega de tierras”, el 
Poder Ejecutivo objeta la totalidad de los mismos (artículos 
18 a 29, inclusive) por las razones que habrán de exponerse, 


1. En primer lugar, se observa un marcado confusionismo 


en la presentación de una operativa de compleja articu- 
lación en la que se hacen jugar en tramos y oportunida- 
des que no están bien definidas figuras jurídicas de 
diferente naturaleza, como la paga por entrega de bie- 
nes -que supone un concierto de voluntades entre 
acreedor y deudor para recibir aquél en pago de la 
deuda alguna cosa que no sea dinero (artículo 1490 del 
Código Civil)- la cesión de créditos y garantías a los 
efectos de una ejecución forzosa del deudor, y opcio- 
nes a este último para conservar parte de sus bienes 
(artículos 19 a 26 inclusive). 


Resulta entonces difícil darle armonía al mecanismo 
proyectado ordenando las diferentes etapas reguladas 
en los diversos artículos, € incluso disposiciones conte- 
nidas en una misma norma se expresan con contradic- 
ciones conceptuales, como sucede con el artículo 24 en - 
el cual la virtualidad de la opción del deudor por con- 
servar parte de sus tierras se contrarresta de inmediato 
al agregar que en tal caso “el Instituto de Colonización 
recibirá igualmente la totalidad del bien, siendo de 
aplicación los artículos 19, 20 y 21 de la presente ley”. 


El Poder Ejecutivo, sin perjuicio de la observación in- 
tegral a todo este capítulo, advierte ante todo las graves 
dificultades de interpretación de su normativa, que 
arriesga a una aplicación en los hechos caótica y desa- 
justada a los objetivos que se pretenden, 


. La norma que le impone compulsivamente al Banco de 


la República Oriental del Uruguay, al Banco Central 
del Uruguay y a la banca gestionada la cesión compul- 
siva de créditos contra productores rurales garantizados 
con hipoteca sobre tierra de su propiedad al Instituto 
Nacional de Colonización para que proceda al remate 
judicial del bien gravado (Art. 20), es objetable por 
razones de inconstitucionalidad y de inconveniencia, 


Es inconstitucional en tanto implica una privación del 
derecho de propiedad de las personas públicas y priva- 
das acreedoras, sin justa y previa compensación 
(artículo 32 de la Constitución de la República). 


En efecto, de acuerdo con el procedimiento regulado 
en los artículos 21 y siguientes del proyecto, el precio 
de la cesión recién podrá ser recibido por los cedentes, 
o bien después del remate si quien adquiere fuere un 
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tercero (artículo 21), o bien a medida que el Instituto 
Nacional de Colonización vaya percibiendo ingresos 
por la asignación de tierra en caso que resultare él, el 
adjudicatario en la subasta hasta el valor nominal del 
crédito (artículos 24 y 28). Ello supone entonces, una 
compensación posterior y no previa a la privación de la 
propiedad del crédito por parte del acreedor. Pero ade- 
más, la compensación puede no ser la justa, por cuanto 
el crédito objeto de Ja cesión compulsiva puede ser de 
un monto superior al valor de la garantía hipotecaria 
con cuya realización se resarce exclusivamente al 
acreedor, el cual perdería en consecuencia, y en benefi- 
cio gratuito del Instituto Nacional de Colonización, el 


excedente. Y es inconstitucional también, en tanto im- 


plica una agresión al derecho de igualdad, desde que la 
cesión forzosa sin previa y en algún caso, sin justa 
compensación, se impone a algunos acreedores del sis- 
tema bancario, discriminando en su perjuicio con rela- 
ción a los demás. 


3. Todo este mecanismo regulado en el Capítulo HI del 
proyecto que es objeto de observación integral, le me- 
rece al Poder Ejecutivo también serios reparos por in- 
conveniencia, por cuanto se está de hecho determinan- 
do que el Instituto Nacional de Colonización pase a 
convertirse en el gran deudor de los bancos cedentes, 
asignándole adicionalmente, un cometido de gestión de 
recuperación de créditos que no se compadece con la 
finalidad que inspiró su creación y para el cual carece 
de la infraestructura imprescindible, 


-H- 


También por las razones que se expondrán, el Poder Eje- 
cutivo observa en su totalidad las disposiciones contenidas en 
el Capítulo IV del Título T del proyecto “Licitación pública 
para la venta de los créditos de los sectores industrial, agroin- 
dustrial, comercial y de servicios” (artículos 30 a 34), 


1. A juicio del Poder Ejecutivo debe darse por sobreen- 
tendido que cualquier institución de intermediación fi- 
rianciera -en este sentido como cualquier sujeto de de- 
recho- puede vender o ceder a un tercero un derecho de 
crédito por cualquier precio y modalidad. La naturale- 
za de persona pública del eventual cedente no implica 
obstáculo jurídico a una negociación de esta naturaleza 
lo que podrá abordarse a través de una venta directa. 
Para un banco estatal es ésta una operación de su giro, 
que se rige en esencia por el derecho privado incluso 
en su faz procesal. 


2. El artículo 30 del proyecto, parece facultar -empleando 
el verbo “podrán”- al Banco Central del Uruguay, al 
Banco de la República Oriental del Uruguay y a las 
instituciones privadas de intermediación financiera a 
llamar a licitación pública para la venta de créditos 


otorgados a deudores del sector industrial, agroindus- 
trial, comercial y de servicios, que no hubieran sido 
objeto de refinanciación, sea por las disposiciones esta- 
blecidas en el proyecto, o por regímenes anteriores 
pero por un precio que no fuere inferior al 65% del 
valor de tasación de los bienes, y a condición de que se 
deje a salvo la responsabilidad del cedente (Art. 32). 


. No obstante, lo que se anuncia como una facultad en el 


artículo 30, en una apreciación de contexto se transfor- 
ma de hecho en una obligación, por cuanto de acuerdo 
con el artículo 33, mientras no se dicte una resolución 
referida a la licitación del crédito, tanto al Banco Cen- 
tral del Uruguay, como al Banco de la República 
Oriental del Uruguay, como a “las instituciones de in- 
termediación financiera” -cabe inferir que las privadas- 
se les prohíbe iniciar o continuar ejecuciones judiciales 
respecto de esos créditos. 


. Al Poder Ejecutivo le resulta inaceptable que a un suje- 


to de derecho privado se le imponga acudir a un proce- 
dimiento de derecho público, para desprenderse de un 
activo. Pero no es sólo esta irregularidad, sino también 
la consecuencia sancionatoria que adviene al incumpli- 
miento, lo que vician de inconstitucionalidad las solu- 
ciones del proyecto por agredir el derecho de libertad, 
de propiedad, y por lesionar el principio de separación 
de poderes y la garantía de legalidad previa (Arts. 8, 18 
y 32 de la Carta). 


Adviértase en efecto, que a un banco privado que pue- 
de tener la posibilidad de vender directa e inmediata- 
mente un crédito por el precio que entiende convenien- 
te, se le cierra ese camino obligándolo a promover una 
licitación pública bajo apercibimiento de que, mientras 
no lo haga el crédito exigible no es ejecutable ante la 
Justicia, y sin ni siquiera darle la opción que el artículo 
34 le da a los bancos estatales de evitar la licitación 
percibiendo del deudor un importé equivalente al 65% 
del valor de tasación de los bienes que respaldan el 
crédito en cuestión. 


. Pero no sólo respecto a la banca privada las soluciones 


del proyecto son objetables por razones de inconstitu- 
cionalidad e inconveniencia. Lo son también con rela: 
ción a los créditos cuya titularidad pertenece al Bancc 
Central dei Uruguay o al Banco de la República Orien- 
tal del Uruguay, por los mismos fundamentos y ade- 
más, por implicar una injerencia inadmisible del legis. 
lador en la técnica de gestión que vulnera el principic 
de espechalización del Ente en torno al cual se estructu 
ra el concepto mismo de autonomía. 


Al respecto, el Poder Ejecutivo adelanta ésta objeción 
de inconstitucionalidad a las disposiciones de este Ca 
pítulo IV del Título 1 del proyecto, que desarrollará “i; 
extenso” al observar las disposiciones del Título 1. 
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6. En el aspecto de mérito, merece puntualizarse la incon- 
veniencia que significa fijarle carriles de procedimien- 
to a instituciones cuyos Directorios por Carta Orgánica, 
gozan de facultades de amplia, franca y general admi.- 
nistración para realizar actos del giro normal del Ente 
como lo es la venta o cesión de un crédito a terceros, 
máxime cuando se trata de procedimientos de contrata- 
ción administrativa, regidos por el derecho público, 
que resultan desaconsejables y de naturaleza extrafía a 
actos jurídicos que se rigen como se dijo precedente- 
mente, por el derecho privado. 


7. Por las mismas razones, es inconstitucional e inconve- 
niente la solución consagrada en el segundo inciso del 
artículo 34 del proyecto que obliga -en este caso sólo a 
los bancos estatales- a iniciar o continuar los procedi- 
mientos judiciales de ejecución de créditos licitados, 
cuando el llamado a licitación resultare desierto. Anali- 
zada esta disposición dentro del contexto general del 
capítulo, se refuerza la interpretación de que la volun- 
tad legislativa ha sido la de plantear como alternativa 
única, la de la venta de esta clase de créditos por licita- 
ción pública, o la ejecución judicial, impidiendo otro 
procedimiento de transferencia de los mismos a terce- 
ros, por conveniente que pudiera resultar la negocia- 
ción. 


-IV- 


Finalmente, el Poder Ejecutivo observa, asimismo, la tota- 
lidad de las disposiciones comprendidas en el Capítulo único 
del Título II del proyecto (“De la Reactivación Empresarial”, 
Arts. 35 a 56 inclusive), también por razones de orden jurídi- 
co y de inconveniencia. 


1. En sustancia, en este capítulo el proyecto regula las 
bases de una financiación de programas de producción 
o reactivación de las empresas a que se beneficia con 
la financiación de sus deudas a cargo del Banco de la 
República Oriental del Uruguay. 


De acuerdo con la terminología empleada en algunas 
de esas disposiciones parece traslucirse la intención de 
respetar la autonomía del Ente de manera de no impo- 
nerle el deber jurídico de otorgar la financiación en 
cuestión, atendiendo a las observaciones que formula- 
ron el Presidente y los asesores letrados del Banco de 
la República Oriental del Uruguay en la Comisión de 
Hacienda de la Cámara de Representantes a un proyec- 


to anterior que empleaba términos conminatorios al ; 


proceder futuro del Banco. 


Así, el artículo 35 dispone que el Banco “podrá finan- 
ciar”, el 42, que “podrá fijar las condiciones de los 
préstamos de reactivación” y el 41 y 44, que una vez 
admitida la viabilidad del proyecto “podrá resolver so- 
bre el otorgamiento del préstamo”. 


2. El dilema se plantea entonces como una alternativa 
' entre dos únicas opciones, sin que exista una tercera 


posibilidad: o bien el proyecto impuso la sustitución de 
los administradores del Banco por el legislador, o bien 
se limitó a publicitar una expresión de deseos del Poder 
Legislativo respecto de cuál debería ser la forma de 
proceder del Banco sin imponerle una conducta deter- 
minada. 


En ambos casos procede la observación. En el primero, 
por razones de inconstitucionalidad, y en el segundo, 
porque la ley carecería de carácter de imperatividad 
que define su esencia misma, 


. No obstante la intención que se insinúa por el cambio 


de terminología, el proyecto no logra superar la tacha 
de inconstitucionalidad que lo afecta. Ello, por cuanto 
resulta del análisis del contexto del capítulo que sería 
suficiente que el Banco de la República Oriental del 
Uruguay resolviera financiar un programa de produc- 
ción o reactivación de empresas comprendidas en el 
proyecto de ley, para que prácticamente todas las con- 
diciones de la operación bancaria tuvieran que ajustar- 
se a la normativa legal, que le fija preceptivamente la 
individualización de los beneficiarios (artículos 36 y 
37). la forma de categorización de los deudores (artícu- 
los 39 y 43), los límites del financiamiento (artículos 
40 y 44), y las garantías que deben reclamarse (artícu- 
los 45 y 51). 


. Por las razones expuestas, el capítulo del proyecto que 


se comenta es inconstitucional. El legislador está inva- 
diendo cometidos específicos del Banco de la Repúbli- 
ca Oriental del Uruguay que son los que justifican su 
existencia como Ente Autónomo. Para el cumplimiento 
de esos cometidos, la Carta Orgánica de la Institución 
ha atribuido a su Directorio facultades de “amplia, 
franca y general administración” (Art. 6 de la Ley 
N? 9.808, de 2 de enero de 1939). 


. Toda ley entonces, que intente regular las Áreas espe- 


cialmente y especificamente asignadas por la Constitu- 
ción y la propia ley a determinados Entes Autónomos, 
como ocurre en el presente caso con el otorgamiento, 
tratamiento y recuperación de los créditos, peca de an- 
tijuridicidad por inconstitucionalidad, por más que el 
texto aprobado por la Cámara de Representantes haya 
corregido los términos del proyecto original. Natural- 
mente que el Poder Ejecutivo asume que la autonomía 
del Ente no es ilimitada. El legislador -para el caso de 
que la Constitución ya no lo haya hecho- y reuniendo 
las mayorías parlamentarias necesarias puede estable- 
cer los cometidos y funciones de los Entes Autónomos, 
e incluso también puede limitar o suprimir tales come- 
tidos. Puede crear y suprimir los propios Entes Autóno- 
mos (Art. 189 de la Constitución). Pero ello no implica 
que, una vez establecidos tales cometidos y funciones, 
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el Poder Legislativo le pueda indicar al Ente cómo 
desempeñarlos, puesto que esto último es resorte exclu- 
sivo y excluyente de su Directorio, en razón de lo que 
se denomina el “principio de la especialización”. 


La existencia de tales limitaciones y su reconocimiento 
constitucional se debe fundamentalmente, según la 
doctrina, a dos motivos primordiales; uno de carácter 
político: limitar las potestades del Poder Ejecutivo; y 
otro, esencialmente técnico: organizar administracio- 
nes especiales para mover servicios especiales. (Dr. 
Justino Jiménez de Aréchaga. R.D.J.A. Tomo 44, pág. 
97. 


La autonomía de tales entidades -cuyo grado será de- 
terminado por la Constitución y las leyes dictadas de 
conformidad con la mayoría absoluta del total de com- 
ponentes de cada Cámara (Art. 185 de la Constitu- 
ción)- sin duda que se tiene frente al Poder Ejecutivo, 
el cual ejerce a su respecto contralores constituciona- 
les. Pero tal autonomía, también existe frente al Poder 
Legislativo, al cual se le imponen límites, algunos esta- 
blecidos en la propia Carta Magna, y otros generales, 
tendientes a salvaguardar justamente el “principio de la 
especialización” al que anteriormente se hizo referen- 
cia, y que tiene relación con aquella esfera de actua- 
ción, para la cual fue creado el Ente Autónomo. Tal 
principio de especialización, existente en la esencia 
misma del organismo autárquico a tal punto que le da 
su razón de ser individual, ha sido recogido en la pro- 
pia Constitución, cuando hablando de la posibilidad de 
que por ley, se establezcan reglas fundamentales en 
materia de funcionarios de los servicios de enseñanza, 
dice que esas reglas fundamentales, deberán ser esta- 
blecidas “respetando la especialización del Ente” (Art. 
204 inc. 2? de la Constitución) (Cita del Dr. Horacio 
Casinelli Muñoz. Derecho Público Tomo I pág. 251): 
por tanto hay toda una zona dentro de la actuación de 
los Entes Autónomos (la especialización del Ente), en 
la cual a la ley le está vedado ingresar, so pena de 
incurrir en inconstitucionalidad. 


El Poder Ejecutivo invoca en tal sentido, la opinión del 
connotado y prestigioso jurista y legislador Dr. Juan 
Andrés Ramírez, extraída de un discurso efectuado en 
el Senado de la República en el año 1928, en donde 
aborda justamente el tema que estamos tratando. El Dr. 
Ramírez en esa oportunidad expresó: 


“Los Parlamentos deben proceder con modestia y man- 
tenerse en una esfera de acción limitada, dejando a 
Otros organismos del Estado el dominio detallado de 
las infinitas cuestiones que surgen a su estudio y a su 
observación”. Agrega el Dr. Ramírez que cuando se 
organiza constitucionalmente el sistema autonómico, 
“limitamos la acción del Parlamento, limitamos al mis- 
mo tiempo la acción del Poder Ejecutivo, y creamos, 
dentro de la Administración, un conjunto de centros 
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que por su especialización, y por no engendrar peligros 
para la libertad, están capacitados para llenar los fines 
secundarios a que me refiero, sin peligro alguno para 
ésta ni para la eficiencia de su acción”. Y más adelan- 
te: *... a nadie se le puede ocurrir que al poner a los 
Entes Autónomos fuera de la órbita del predominio 
absoluto del Poder Ejecutivo, ha podido estar en la 
mente del Constituyente el colocarlos bajo sumisión 
absoluta e ilimitada respecto del Poder Legislativo, No 
señor. Se puede afirmar que las dos razones capitales 
que existen para establecer la autonomía de ciertos En- 
tes administrativos frente al Poder Ejecutivo, existen 
también, para establecerla frente al Poder Legislativo. 
Estas razones son la especialización de funciones y la 
necesidad de ofrecer una garantía para que por la pre- 
potencia del Estado no se ahoguc la libertad cívica, la 
vida política del país. Y bien, en cuanto a la especiali- 
zación, me parece que nadie puede dudar de que la 
razón de la ley existe lo mismo respecto del Poder 
Ejecutivo que respecto del Poder Legislativo”. Y refor- 
zando sus palabras dice aún: “... si queremos exigir al 
Parlamento que sea escuela de música, órgano de edu- 
cación, banco, gendarme, juez, guerrero, dramaturgo y 
organizador de la filantropía social, sólo conseguire- 
mos, que llene detestablemente todas esas funciones”. 
Termina la exposición de su tesis central afirmando: 
*“... si ha de haber autonomía, si esta palabra tiene al- 
gún significado, sí no hemos de absorber los Entes 
administrativos en el Parlamento, después de salvarlos 
de la prepotencia del Poder Ejecutivo, en mi opinión es 
necesario salvar el principio que ha de servir de norma 
general” (cita extraída del trabajo del Dr. Justino Jimé- 
nez de Aréchaga ya referido). 


En igual sentido que el comentado, más recientemente 
el Dr. Horacio Casinelli Muñoz (ob. cit.) señala: “La 
autonomía no solamente consiste en que el Consejo o 
Directorio regule sus asuntos con independencia del 
Poder Ejecutivo, sino que también hay un núcleo de 
asuntos que regula el Consejo o Directorio con inde- 
pendencia del Poder Legislativo: la ley tiene que respe- 
tar determinados temas que son la especialización del 
Ente. Por ejemplo, no podrá por ley aprobarse el Plan 
de Estudios de Ciencias Económicas. Esto sería una 
infracción a esta reserva de la especialización del Ente 
porque evidentemente, lo más especial de la Universi- 
dad es la determinación de los Planes de Estudio. No 
podría aprobarse por ley las reglas técnicas para el 
cálculo de las reservas del Banco de Seguros; eso es 
propio, evidentemente de la especialización del Ente 
Autónomo Banco de Seguros del Estado, y así sucesi- 
vamente”. 


Admitida entonces la existencia de límites al poder 
normativo del Legislativo, queda por resolver y deter- 
minar cuáles son esos límites, y hasta dónde se puede 
legislar sin traspasarlos. 
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Acudiendo una vez más al Dr. Juan Andrés Ramírez: 
“Es claro que es del resorte de la ley la fijación de las 
normas fundamentales de la organización de los Entes 
Autónomos, la determinación de las competencias en- 
tre sus diferentes organismos, la creación de esos mis- 
-mos organismos como que atañen a lo fundamental de 
la organización administrativa. Es claro también que 
corresponde la intervención del Parlamento en los ca- 
sos previstos por texto expreso de la Constitución (Pre- 
supuesto, etc.), y que siempre que se trata de legisiar 
sobre los derechos esenciales de la personalidad huma- 
na, es necesaria la sanción legislativa y no cabe la 
acción autónoma de los Entes administrativos”. 


“Pero así como es verdad que en todas esas materias 
debe reconocerse el poder normativo del Parlamento, 
cualquiera sea la extensión que se atribuya a la zona 
gris de que hablaba Gianquinto, debe admitirse, tam- 
bién, a riesgo de destruir la esencia misma del sistema 
autonómico, que sólo a sus gestores compete el poder 
jurídico de establecer las normas que hacen relación 
con la técnica especial del servicio cuya administración 
se les ha confiado. Ese ha de ser el límite mínimo, irre- 
ductible, de su potestad reglamentaria”. 


6. También es frontalmente inconstitucional, por las mis- 
mas razones precedentemente expuestas, la disposición 
contendida en el artículo 52 del Proyecto, en cuanto le 
impone al Banco de la República Oriental del Uruguay 
otorgar asistencia financiera al Instituto Nacional de 
Colonización en determinados casos. La Jurisprudencia 
de la Suprema Corte de Justicia ha sido categórica, al 
declarar inconstitucional una norma legal que le impo- 
nía al propio Banco de la República Oriental del Uru- 
guay otorgar un préstamo al Estado, es decir, frente a 
una situación similar a la que se observa. 


En dicha oportunidad, la Suprema Corte de Justicia (La 
Justicia Uruguaya, c. 7009), sostuvo: “Sin entrar al 
examen de la copiosa literatura jurídica y política na- 
cional referente al punto en examen, es forzoso conve- 
nir en que quienes han abordado el tema -doctrinos, 
jueces o políticos- han coincidido en reconocer a los 
llamados “Entes Autónomos” la potestad exclusiva de 
resolver por sí en todo aquello que esté comprendido 
en las funciones específicas para las cuales el Ente ha 
sido constitucional o legalmente creado; y nadie podría 
sensatamente poner en duda que entre esas funciones 
específicas reservadas al Ente Autónomo Banco de la 
República está la de conceder créditos o préstamos de 
dinero al Estado, al Municipio o a los particulares”. 3 
Concluye la Suprema Corte que: “entiende que la auto- 

nomía de los Entes Autónomos llamados “necesarios”, 

esto es, de los que tienen a su cargo “los servicios de la 

enseñanza Pública, y del dominio industrial y comer- 

cial del Estado”, que deben ser “regidos por Consejos o 

Directorios Autónomos”, rige tanto para “el Poder Eje- 
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cutivo, como para el Legislativo, sin que quepa hacer 
distinción al respecto, en ausencia de normas jurídicas 
que autoricen a hacerlas”. 


7. Por último y en lo que hace al juicio de conveniencia 
de la solución que plasma el Proyecto en cuanto al 
otorgamiento de financiaciones a cinco años por parte 
del Banco de la República Oriental del Uruguay, en 
opinión del Poder Ejecutivo, el mismo es francamente 
adverso. Basta con tener presente que los depósitos 
constituidos en el Banco no lo son a tan largo plazo y 
que al contrario, la obligación restitutoria connatural a 
los mismos debe hacerse efectiva en perfodos mucho 
más breves, para comprender la magnitud del desfasaje 
que habría de producirse entre los depósitos y las colo- 
caciones de prosperar la iniciativa a la que el Poder 
Ejecutivo se opone, 


Es pues por todo este cúmulo de razones que el Poder 
Ejecutivo observa parcialmente el proyecto de ley que se de- 
vuelve con este Mensaje de acuerdo con la facultad que le 
otorga el Art, 137 de la Constitución de la República. 


Saluda al señor Presidente con la mayor consideración. 
Luis Alberto Lacalle Herrera, PRESIDENTE 
DE LA REPUBLICA, Enrique Braga 
PODER LEGISLATIVO 


El Senado y la Cámara de Representantes de la República 
Oriental del Uruguay, reunidos en Asamblea General, 


DECRETAN: 
Título I 


REFINANCIACION DEL e 
ENDEUDAMIENTO INTERNO 


CAPITULO 1 
CATEGORIZACIÓN DE LAS EMPRESAS DEUDORAS 


Artículo 1%, - Las empresas agropecuarias, industriales, 
agroindustriales, comerciales y de servicios que hubieran con- 
traído deudas vinculadas al giro normal de sus negocios con 
instituciones del sistema financiero público y privado podrán 
ampararse a lo dispuesto en la presente ley, de acuerdo a lo 
establecido en el artículo siguiente. 


Asimismo, quedan comprendidas: 


A) Las deudas contraídas con instituciones de intermedia- 
ción financiera que a la fecha de vigencia de la presen- 
te ley no realicen tales actividades o se encuentren 
intervenidas o en proceso de liquidación. 
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B) Las obligaciones originariamente contraídas con insti- 
tuciones de intermediación financiera que por vía de 
novación o pago con subrogación han cambiado de 
acreedor siempre que éste se hubiere producido a con- 
secuencia de una compraventa de créditos u otra forma 
de transferencia vinculada a la enajenación o liquida- 
ción de una institución financiera, 


C) Las deudas contraídas con instituciones de intermedia- 
ción financiera que han cambiado de acreedor aun 
cuando el mismo no pertenezca al sistema financiero. 


Art. 22, - Solamente quedarán comprendidos los deudores 
que contrajeron sus deudas con anterioridad al 30 de junio de 
1983 y que no hubieren sido canceladas con posterioridad a 
esta fecha. 


No se considerará cancelación las novaciones, renovacio- 
nes parciales o totales o refinanciaciones con capitalización o 
no de intereses, cualesquiera fueren las normas de instrumen- 
tación. 


Quedan comprendidos en la presente ley aquellos deudores 
que hubiesen pagado total o parcialmente sus deudas contraí- 
das con anterioridad al 30 de junio de 1983, contrayendo a 


tales fines un nuevo crédito con el sistema de intermediación 


financiera con posterioridad a dicha fecha, lo que se determi- 
nará mediante prueba fehaciente. 


Asimismo, estarán comprendidos los codeudores, fiadores, 
garantes en general o avalistas de los deudores referidos. 


Art. 3%, - Todas las deudas serán actualizadas a la fecha en 
que los deudores se amparen a lo dispuesto en la presente ley, 
sobre las bases siguientes: 


A) Para la determinación del monto definitivo serán consi- 
deradas todas las deudas contraídas originalmente en 
moneda nacional. Para el caso de deudas contraídas o 
que hubieran sido posteriormente novadas o renovadas 
parcial o totalmente en moneda extranjera, éstas se 
convertirán a moneda nacional al tipo de cambio ven- 
dedor vigente en el mercado interbancario al momento 
de haberse contraído la deuda o en el momento de su 
primera novación o renovación total o parcial. 


B) Las deudas contraídas por las empresas agropecuarias 
se actualizarán por el Indice de Precios Mayoristas 


Agropecuarios. ' 


Ñ 
Las deudas contraídas por las empresas industriales, 
agroindustriales, comerciales y de servicios, se actuali- 
zarán por el Indice de Precios Mayoristas de Industria 
y Comercio. 


C) Para el caso en que la deuda originalmente pactada no 
pueda ser fehacientemente determinada se tomará en 
cuenta la más antigua documentación que se conserve 
como base para calcular el monto defintivo. 
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Art. 4%, - A Jos deudores comprendidos en los literales A) 
a D) del artículo $* de la presente ley, se les descontarán del 
capital adeudado las cantidades entregadas a cuenta y también 
las imputadas a intereses, las que se bonificarán con un 5% 
(cinco por ciento). 


Los deudores que, con anterioridad a la vigencia de la 
presente ley, hubiesen cancelado sus deudas sin quitas, podrán 
ser beneficiados con. una bonificación de hasta cinco puntos 
en la tasa de interés que deben abonar por las obligaciones en 
moneda nacional que contraigan para la reactivación de sus 
empresas, por un monto igual al que hayan pagado, actualiza- * 
do al día de otorgar el nuevo préstamo. 

Art. 5%. - Las empresas deudoras serán categorizadas de 
acuerdo a las condiciones siguientes: 


A) Las empresas deudoras del sector agropecuario que al 
30 de junio de 1983 explotaban hasta 75 há Indice 
CONEAT 100. 


Las empresas deudoras, de los sectores industrial, 
agroindustrial, comercial y de servicios, que al 30 de 
junio de 1983, empleaban hasta cinco personas y cuya 
deuda actualizada, de acuerdo a lo dispuesto por la 
presente ley, no supere los U$S 15.000 (quince mil 
dólares de los Estados Unidos de América). 


B) Las empresas deudoras, del sector agropecuario que al 
30 de junio de 1983, explotaban entre 76 y 200 há 
Indice CONEAT 100, 


Las empresas deudoras, del sector comercial y de ser- 
vicios, que al 30 de junio de 1983 empleaban hasta 
quince personas y cuya deuda actualizada, de acuerdo 
a lo dispuesto por la presente ley, no supere los 
U$S 25.000 (veinticinco mil dólares de los Estados 
Unidos de América). 


Las empresas deudoras, de los sectores industrial y 
agroindustrial, que al 30 de junio de 1983 empleaban 
hasta veinticinco personas y cuya deuda actualizada, de 
acuerdo a lo dispuesto por la presente ley, no supere 
los U$S 50.000 (cincuenta mil dólares de los Estados 
Unidos de América). 


C) Las empresas deudoras, del sector agropecuario que al 
30 de junio de 1983, explotaban entre 201 y 750 há 
Indice CONEAT 100. 


Las empresas deudoras, del sector comercial y de ser- 
vicios, que al 30 de junio de 1983 empleaban hasts 
treinta personas y cuya deuda actualizada, de acuerdo ¿ 
lo dispuesto por la presente ley, no supere los 
U$S 35.000 (treinta y cinco mil dólares de los Estado: 
Unidos de América). 


Las empresas deudoras, de los sectores industrial y 
agroindustrial, que al 30 de junio de 1983 empleabar 
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hasta cincuenta personas y cuya deuda actualizada, de 
acuerdo a lo dispuesto por la presente ley, no supere 
los U$S 100.000 (cien mil dólares de los Estados Uni- 
dos de América). 


D) Las empresas deudoras, del sector agropecuario que al 
30 de junio de 1983, explotaban entre 751 y 1.200 há 
Indice CONEAT 100. 


Las empresas deudoras, del sector comercial y de ser- 
vicios, que al 30 de junio de 1983 empleaban hasta cin- 
cuenta personas y cuya deuda actualizada, de acuerdo a 
lo dispuesto por la presente ley, no supere los 
U$S 60.000 (sesenta mil dólares de los Estados Unidos 
de América). 


Las empresas deudoras, de los sectores industrial y 
agroindustrial, que al 30 de junio de 1983 empleaban 
hasta cien personas y cuya deuda actualizada, de acuer- 
do a lo dispuesto por la presente ley, no supere los 
U$S 200.000 (doscientos mil dólares de los Estados 
Unidos de América). - 


E) Cuando la empresa agropecuaria no fuere propietaria 
para su categorización, se tomará el 80% (ochenta por 
ciento) de la superficie explotada. 


Art. 6%. - Las empresas deudoras comprendidas en el ar- 
tículo 5* de la presenta ley, luego de actualizados los montos 
definitivos de sus deudas, las cancelarán totalmente de la for- 
ma siguiente: 


A) Las comprendidas en el literal A), abonarán el 10% 
(diez por ciento) del total a pagar. 


B) Las comprendidas en el literal B), abonarán el 20% 
(veinte por ciento) del total a pagar. 


C) Las comprendidas en el literal C), abonarán el 30% 
(treinta por ciento) del total a pagar. 


D) Las comprendidas en el literal D), abonarán el 40% 
(cuarenta por ciento) del total a pagar. 


Art. 7%. - La deuda podrá cancelarse por los procedimien- 
tos siguientes: 


A) Mediante el pago al contado, con un 15% (quince por 
ciento) de bonificación, dentro de los noventa días de 
la firma del convenio, 


B) Mediante el pago del 15% (quince por ciento) dentro 
de los noventa días de la firma del convenio y el 85% 
(ochenta y cinco por ciento) restante en once semestres 
siguientes, iguales y consecutivos, reajustados según la 
evolución del Indice de Precios al por Mayor de Pro- 
ductos Agropecuarios o Indice de Precios al por Mayor 
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_de Productos Manufacturados, según corresponda a 
empresas deudoras agropecuarias oO industriales, 
agroindustriales, comerciales y de servicios, respecti- 
vamente, a cuyos índices se les adicionará una tasa del 
5% (cinco por ciento) anual lineal. 


Art. 8*. - En caso de existir acción judicial para el cobro 
de la deuda con condena de costos, se incluirán, en el monto a 
refinanciar, los honorarios de los profesionales intervinientes 
por el demandante, no pudiendo exceder el tope fijado por la 
Ley N” 15.786, de 4 de diciembre de 1985, 


Cumplidos por el deudor los términos de refinanciación 
acordada quedará éste definitivamente liberado del pago de 
los honorarios no incluidos en la refinanciación. 


CAPITULO lí 
Disposiciones generales 


Artículo 9, - La presente ley operará como una opción de 
acuerdo más favorable para el deudor, quien podrá optar por 
el régimen de refinanciación de la misma; por los acuerdos 
privados de refinanciación que haya celebrado con sus acree- 
dores; por los convenios vigentes, otorgados de conformidad 
con lo dispuesto en la Ley N* 15.786, de 4 de diciembre de 
1985, o por los convenios suscritos de acuerdo a las normas 
sobre Endeudamiento Interno de las resoluciones de Directo- 
rio, de mayo de 1990, de los Banco Central del Uruguay, de la 
República Oriental del Uruguay, Comercial, La Caja Obrera y 
Pan de Azúcar, 


Art. 10. - Los deudores, codeudores, fiadores, garantes en 
general o avalistas, contarán con un plazo de cuarenta y cinco 
días corridos, contados a partir de la promulgación de la pre- 
sente ley, para presentarse ante cualquiera de los acreedores, 
quien lo deberá comunicar a los demás, 


Art. 11. - A los efectos de ampararse en lo dispuesto por 
la presente ley, se establece que a los deudores, codeudores, 
fiadores, garantes en general o avalistas no se les exigirá certi- 
ficado del Banco de Previsión Social ni de la Dirección Gene- 
ral Impositiva, 


Art. 12. - A los deudores, codeudores, fiadores, garantes 
en general o avalistas, que se hubiesen presentado ante cual- 
quier acreedor para ampararse al régimen de refinanciación 
dispuesto por. la presente ley, se les suspenderán todas las 
acciones judiciales para el cobro de lo adeudado. Concedida 
la refinanciación, los juicios por los créditos refinanciados 
quedarán en suspenso en el estado en que se encontraren, los 
que se continuarán en caso de incumplimiento del solicitante, 


Art. 13, - Cuando la deuda original hubiera sido contraída 
por varios deudores o por un deudor y con posterioridad por 
vía sucesoria, por disolución del vínculo conyugal o por cesa- 
ción de condominio, correspondan a más de un deudor, serán 
categorizadas individualmente. 
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Igual criterio se aplicará a los integrantes de sociedades 
regulares o irregulares, con o sin personalidad jurídica. 


Art, 14, - Los deudores, codeudores, fiadores, garantes en 
general o avalistas, que se amparen en las disposiciones de la 
presente ley, así como los que hagan la opción establecida en 
el artículo 9%, serán considerados por el sistema financiero 
como sujetos de crédito en igualdad de condiciones con los 
demás agentes económicos. : 


Art. 15. - Cuando con el producido de la ejecución o venta 
de los bienes que componían el patrimonio de un deudor no se 
hubiese cancelado totalmente lo adeudado y éste demostrase 
su insolvencia total, se le darán por canceladas sus deudas, los 
tributos y honorarios que hubiesen quedado impagos y se le- 
vantarán a su pedido, de oficio, los embargos e interdicciones 
interpuestas. 


Art. 16. - Quedan excluidas de la refinanciación que esta- 
blece la presente ley las obligaciones contraídas por: 


A) Las empresas cuyo capital pertenezca mayoritariamen- 
te a personas físicas o jurídicas que no tengan domici- 


lio constituido en el país, entendiéndose por tal el que - 


establece el orden jurídico nacional, exceptuándose de 
esta disposición los aportes de capitales efectuados por 
organismos internacionales de financiamiento, de los 
que el Estado sea miembro. 


B) Las empresas no comprendidas en la categorización del 
artículo S*, 


C) Personas físicas o jurídicas que se encontraren en las 
situaciones referidas en el literal C) del artículo 4* de 
la Ley N* 15.786, de 4 de diciembre de 1985. 


Art, 17, - Antes del 1? de diciembre de 1992, el Poder Eje- 
cutivo informará al Poder Legislativo: 


A) De las resultaricias exactas de la aplicación de Ja pre- 
sente ley en las franjas de deudores a que refieren los 
literales A) a D) inclusive, del artículo $*, 


B) La situación exacta de los deudores a que refiere el 
artículo 16, no comprendidos en los beneficios de la 
presente ley, y, en el caso de empresas agropecuarias, 
el número de hectáreas afectadas en prenda hipoteca- 
ria. 


CAPITULO HI 
Dación en pago con entrega de tierras 


Artículo 18, - Los productores rurales, deudores del Ban- 
co de la República Oriental del Uruguay, Banco Central del 
Uruguay, banca gestionada, propietarios de tierras hipotecadas 
en garantía de préstamos contraídos con anterioridad al 30 de 
junio de 1983, podrán cancelar su deuda, calculada de acuer- 
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do con las disposiciones de la presente ley, por medio de la 


“entrega de tierras como dación en pago. 


Los deudores del Banco de la República Oriental del Uru- 
guay, del Banco Central del Uruguay, de la banca gestionada, 
los propietarios de tierras que excedan el límite de superficie 
establecido en el literal D) del artículo 5? de la presente ley, 
podrán solicitar su inclusión en dicha categoría, previo ofreci- 
miento de las áreas excedentarias al Instituto Nacional de 
Colonización, en las condiciones dispuestas en los artículos 
19 y siguientes de la presente ley. El Instituto Nacional de 
Colonización estimará, en un plazo de sesenta días, la aptitud 
que dichas áreas ofrezcan en cuanto a su utilidad y posibilidad 
de uso en forma grupal o autónoma y a su compatibilidad con 
el cumplimiento de los objetivos trazados por el Instituto Na- 
cional de Colonización, pudiendo, a tal fin, proponer modifi- 
caciones y eventualmente el rechazo total del ofrecimiento: 
En este último caso subsistirá para el deudor la posibilidad de 
pagar en efectivo en un plazo de ciento ochenta días, el valor 
de mercado de aquellas superficies excedentarias e ingresar en 
la categoría del literal D) del artículo 5% de la presente ley. 


Art. 19. - Para la cancelación de deudas, en la forma 
establecida por el artículo anterior, se requicre que la superfi- 
cie ofrecida en pago sea tasada a su valor venal actual. Dicha 
tasación se efectuará: 


A) En acuerdo con el Instituto Nacional de Colonización, 
el que podrá proponer modificaciones en la delimita- 
ción de las áreas ofrecidas, atendiendo a la mayor efi- 
cacia de su política específica. A estos efectos, se nom- 
brará un tasador. 


B) No tomando en cuenta los contratos que existan sobre 
la tenencia o posesión de las tierras ofrecidas, ni cual- 
quiera otra situación que pueda eventualmente otorgar 
derechos a terceros, sobre el uso y goce de la misma. 


La tierra se tasará como libre de todo gravamen, a los 
valores de mercado, 


La parte acreedora calculará la deuda de acuerdo con lo 
establecido en los artículos 3* y 4* de la presente ley. 


La suma resultante se relacionará con el valor de la tierra 


tasada, quedando a opción del deudor su entrega en pago 


parcial o total de su deuda. 


Art. 20. - El Banco acreedor cederá al Instituto Nacional 
de Colonización el crédito garantizado con hipoteca y éste 
procederá al remate judicial del bien por subasta pública. 


Art. 21. - El Instituto Nacional de Colonización protegerá 
el valor del bien hasta el monto nominal del crédito, con sus 
intereses y recargos. 


Como consecuencia del remate, -y, en caso de no existir 
mejor postor, el Instituto Nacional de Colonización pasará a 
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ser el propietario del bien, libre de gravámenes, corriendo a 
partir de ese momento un plazo de seis meses para que el 
deudor haga efectiva la entrega, libre de ocupantes a cualquier 
título, 


De rematarse a un tercero, el producido de la subasta se 
verterá al Banco acreedor. 


Art. 22. - Cumplidas las etapas y obligaciones referidas en 
los artículos precedentes y hallándose el Instituto Nacional de 
Colonización en plena posesión del inmueble se otorgará total 
y eficaz carta de pago al deudor por el monto de la tasación, 
imputándose a la deuda, calculada, de acuerdo con los artícu- 
los anteriores. 


Art. 23, - Para el caso en que el deudor haga entrega de la 
totalidad del bien en pago de su deuda y el valor asignado a 
éste no alcance para cancelar la misma, el remanente, siempre 
que fio supere el 50% (cincuenta por ciento) del valor de la 


deuda, será beneficiado con la categorización establecida en 


el literal D) del artículo 6*, 


Art. 24. - En caso de que el deudor optara por conservar 


parte de sus tierras, el Instituto Nacional de Colonización reci- 
birá igualmente la totalidad del bien, siendo de aplicación los 
artículos 19, 20 y 21 de la presente ley. 


Se procederá seguidamente, por el Instituto Nacional de 
Colonización, a la enajenación al deudor o a sus parientes 
hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afini- 
dad, en las condiciones normales de crédito de colonización, 
como ser plazo de dicz a doce años, dos o tres años de gracia, 
intereses bajos, precio de la tasación. 


Art. 25, - El derecho a optar, establecido en el artículo 
anterior, procederá en las condiciones siguientes: 


A) Si el valor de la superficie reservada por el deudor no 
supera el 50% (cincuenta por ciento) del valor total de 
la tierra de su propiedad. 


B) Si dicha superficie no excede las 2.000 há Indice 
CONEAT 100, salvo el caso de estar constituida la 
parte deudora por varios núcleos familiares bien delí- 
mitados, en cuyo caso se podrá incrementar la superfi- 
cie reservada en 500 há más, por cada núcleo que exce- 
da el número de cinco. : 


Art. 26. - El acuerdo inicial debe realizarse entre el deu- 
dor y el Instituto Nacional de Colonización, recabándose lue- 
go la aprobación del Banco acreedor, quien sólo podrá negar- > 
se en forma fundada. Dicho acuerdo deberá incluir el consen- 
timiento de los ocupantes del campo a hacer efectiva la entre- 
ga del mismo a favor del Instituto Nacional de Colonización. 


Para el caso previsto en el artículo 24 de la presente ley el 
deudor deberá manifestar en esta etapa su ánimo de optar, 
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debiendo constar la promesa de compraventa en el acuerdo 
entre dador e Instituto Nacional de Colonización y la promesa 
de compraventa en los términos y condiciones usuales del 
Instituto al deudor o a sus parientes hasta el cuarto grado de 
consanguinidad o segundo de afinidad. 


Para la conformación de estos acuerdos, no se tomarán en 
cuenta otros elementos que los necesarios para la realización 
de los mismos, como ser, la propiedad de la tierra del deudor 
y la voluntad de acordar, 


Art. 27, - El Banco de la República Oriental del Uruguay, 
el Banco Central del Uruguay, la banca gestionada y el Insti- 
tuto Nacional de Colonización, quedan autorizados por la pre- 
sente ley a realizar contratos con este contenido. 


Art. 28. - El Instituto Nacional de Colonización, en la 
medida en que vaya obteniendo ingresos por la asignación de 
tierras, por cualesquiera de los sistemas establecidos en el pre- 
sente Capítulo, deberá verterlos al Banco de la República 
Oriental del Uruguay, al Banco Central del Uruguay o a la 
banca gestionada, para pagar los créditos que le fueron cedi- 
dos oportunamente, los'cuales serán actualizados de acuerdo a 
lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 24 de la presente 
ley, previo cobro de gastos de gestión y otros fondos para 
reserva. 


Art. 29. - Los predios incorporados al patrimonio del Ins- 
tituto Nacional de Colonización, de acuerdo a las facultades 
establecidas en la presente ley, deberán ser asignados priorita- 
riamente a quienes, en tanto se dediquen personalmente a la 
explotación del mismo, reúnan las condiciones siguientes: 


A) Productores que, fueren o no propietarios, que en este 
proceso han sido rematados y han perdido los bienes. 


B) Productores rurales que hubieran quedado sin tierras 
por haberlas vendido o entregado, cesando o reducien- 
do su explotación a niveles de inviabilidad económica, 
para pagar el sobreendeudamiento motivado por las 
medidas cambiarias de noviembre de 1982. Entre estos 
productores tendrán prioridad los de mayor familia de- 
pendiente. 


Los que dentro de la misma área geográfica, siendo 
colonos agrupados o independientes, viesen compro- 
metida su viabilidad económica por su condición de 
minifundistas o por resultancias de la reconversión de 
su producción que debieren afrontar para sortear exito- 
samente la integración regional. 


C) Los descendientes de los productores comprendidos en 

el literal B) del presente artículo, que mantengan la ex- 

. plotación de la que son herederos, siempre que por lo 

menos uno de ellos se dedique personalmente a la 
misma. 
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CAPITULO IV 


Licitación pública para la venta de los créditos de los 
sectores industrial, agroindustrial, comercial y de servicios 


Artículo 30, - El Banco Central del Uruguay, el Banco de 
la República Oriental del Uruguay y las instituciones privadas 
de intermediación financiera, en el plazo de cuarenta y cinco 
días contados desde la reglamentación de la presente ley, po- 
drán llamar a licitación pública en un plazo no mayor a los 
noventa días siguientes, para la venta de aquellos créditos 
otorgados a empresas deudoras de los sectores industrial, 
agroindustrial, comercial y de servicios, antes del 30 de junio 
de 1983, así como a sus garantías accesorias, que no hubieran 
sido objeto de refinanciación por las disposiciones estableci- 
das en la presente ley o en regímenes anteriores. 


Art. 31. - La licitación a que refiere el artículo anterior 
podrá tener por objeto la cesión del crédito, litigioso o no, y 
las garantías reales o personales que accedan al mismo, ubi- 
cando al oferente cuya propuesta fuera aceptada en el mismo 
lugar, grado y prelación, que el Banco licitante con respecto 
al crédito y sus garantías. 


Art. 32. - Las bases y demás condiciones de la licitación 
de los créditos del Banco Central del Uruguay y del Banco de 
la República Oriental del Uruguay, podrán ser formuladas por 
éste en la forma que entienda más conveniente, con excepción 
del precio mínimo, que nunca podrá ser inferior al 65% (se- 
senta y cinco por ciento) del valor de tasación de los bienes 
comprendidos en el crédito principal o en las garantías a que 
le acceden, a la fecha de la licitación, y de la inclusión obliga- 
toria de la cláusula que libera en forma expresa al Banco 
cedente de todas y cada una de las consecuencias que pudie- 
ran emerger de esta cesión para el cedente. 


Las bases para la licitación de los créditos de las institu- 
ciones de intermediación financiera podrán ser formuladas en 
cada caso, con total libertad, por la institución acreedora o por 
un grupo de ellas, 


Art. 33, - Mientras no se dicte resolución referida a la 
licitación del crédito, el Banco Central del Uruguay, el Banco 
de la República Oriental del Uruguay y las instituciones de 
intermediación financiera, no podrán iniciar la ejecución judi- 
cial del crédito o continuar los juicios que estuvieran inicia- 
dos. - 


Si el llamado a licitación fuera declarado desierto será 
obligatorio para el Banco Central del Uruguay y el Banco de 
la República Oriental del Uruguay iniciar o continuar los pro- 
cedimientos judiciales tendientes a cobrar esos créditos, sien- 
do esto facultativo para las demás instituciones de intermedia- 
ción financiera 


Art. 34. - Previo al llamado a licitación de los créditos el 
Banco Central del Uruguay y el Banco de la República Orien- 
tal del Uruguay podrán dar opción a los deudores para rescatar 
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los bienes comprendidos en el crédito principal o en las garan- 
tías que le acceden, por el porcentaje establecido en el artícu- 
lo 32 de la presente ley. 


TITULO HU 
“De la reactivación empresarial 
CAPITULO UNICO 


Artículo 35, - El Banco de la República Oriental del Uru- 
guay podrá financiar los programas de producción o de reacti- 
vación que presenten las empresas agropecuarias unipersona- 
les, industriales, agroindustriales, comerciales y de servicios, 
por plazos no menores a cinco años, y cuyo estudio de viabili- 
dad económica deberá estar respaldado por un técnico profe- 
sional, por los servicios técnicos del Banco o por el Instituto 
Nacional de Colonización y aprobados por el Banco hasta el 
límite y en las condiciones que prevé la presente ley. 


Art. 36. - Serán beneficiarios de la asistencia financiera 
establecida en el artículo anterior los empresarios comprendi- 
dos en la presente ley, en la medida en que cumplan con las 
condiciones que la misma establece y las que se incluyan en 
la reglamentación que el Poder Ejecutivo dictará conforme a 
lo dispuesto en el artículo 55 de la presente ley, en tanto 
mantengan su actividad o la real posibilidad de retornar a ella, 


Art. 37. - Iguales derechos se les otorgarán a los descen- 
dientes de quienes comprendidos en la presente ley, si subro- 
garen en todos los aspectos a titulares antecesores. 


En caso de tratarse de sucesores indivisos que mantienen o 
resuelven retornar a la explotación, mantendrán las mismas 
posibilidades siempre que por lo menos uno de tales sucesores 
se dedique exclusivamente a la explotación y se encuadre en 
Jas formas jurídicas que la posibiliten. 


Art, 38. - Es condición necesaria para acceder a este cré- 
dito especial, que el titular goce de la disponibilidad de todos 
los bienes muebles, inmuebles y semovientes afectados al giro 
normal de la explotación. 


Art. 39. - Las empresas rurales beneficiarias se categoriza- 
rán, para la determinación de los modelos a que refieren los 
artículos siguientes, de acuerdo a las bases que se especifican: 


A) Por mano de obra ocupada 


1) Familiar y que no contrate más de doscientos cin- 
cuenta jornales anuales. 


2) Familiar y que contrate entre doscientos cincuenta 
y quinientos jornales anuales. 


3) Familiar en transición y que contrate entre quinien- 
tos y dos mil quinientos jornales anuales. 
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B) Por tipo de explotación 


1) Granjera comprendiendo horti-viti-fruti-florícultu- 
ra, pequeños animales y sus combinaciones. 


2) Ganadería de carne y lana. 


3) Agricultura extensiva tanto cerealera como forraje- 
ra. 


4) Agrícola-ganadera. 
5) Lechera. 
6) Lechera-agrícola-ganadera. 
7) Otros. 
C) Por área explotada y aptitud de suelo 


1) De alta aptitud para la explotación pastoril, lechera, 
agrícola extensiva, arrocera, granjera y otras. 


2) De aptitud media para la explotación pastoril, le- 
chera, agrícula extensiva, arrocera, granjera y otras, 


3) De baja aptitud para la explotación granjera, pasto- 
ril, lechera, agrícula extensiva, arrocera y otras. 


Art. 40. - Dispónese, de conformidad con lo establecido 
en el artículo anterior, los modelos que se determinan y que 
comprenden las explotaciones siguientes: 


Modelo 1) 


A) Explotación granjera que ocupe mano de obra citada en 
el artículo 43, A) 1) y explote hasta 20 há en suelos de 
aptitud C) 1); hasta 50 há en suelos de aptitud C) 2), o 
hasta 100 há en suelos de aptitud C) 3). 


B) Explotación ganadera de carne y lana que ocupe mano 
de obra citada en el artículo 43, A) 1) y explote hasta 
200 há en suelos de aptitud C) 1); hasta 300 há en 
suelos de aptitud C) 2), o hasta 500 há en suelos de 
aptitud C) 3). 


C) Explotación lechera que ocupe mano de obra citada en 
el artículo 43, A) 1) y explote hasta 50 há en suelos de 
aptitud C) 1); hasta 150 há en suelos de aptitud C) 2), o 
hasta 150 há en suelos de aptitud C) 3). 


D) Explotaciones que ocupen mano de obra citada en el 
artículo 43, A) 1) y exploten hasta 100 há en suelos de 
aptitud C) 1); hasta 200 há en suelos de aptitud C) 2), o 
hasta 300 há en suelos de aptitud C) 3). 


Modelo 2) 


A) Explotación granjera que ocupe mano de obra citada en 
el artículo 43, A) 2) y explote hasta 40 há en suelos de 
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aptitud C) 1); hasta 75 há en suelos de aptitud C) 2), o 
hasta 150 há en suelos de aptitud C) 3). 


B) Explotación lechera que ocupe mano de obra citada en 
el artículo 43, A) 2) y explote 100 há en suelos de 
aptitud C) 1); hasta 200 há en suelos de aptitud C) 2), o 
hasta 300 há en suelos de aptitud C) 3). 


C) Explotación ganadera de carne y lana, agrícola ganade- 
ra o agrícola extensiva que ocupe mano de obra citada 
en el artículo 43, A) 2) y explote hasta 400 há en 
suelos de aptitud C) 1); hasta 600 há en suelos de 
aptitud C) 2), o hasta 1.000 há en suelos de aptitud C) 
3). 


D) Otras explotaciones que ocupen mano de obra citada 
en el artículo 43, A) 2) y exploten hasta 200 há en 
suelos de aptitud C) 1); hasta 400 há en suelos de 
aptitud C) 2), o hasta 600 há en suelos de aptitud C) 3). 


Modelo 3) 


A) Explotaciones granjeras que ocupen mano de obra cita- 
da en el artículo 43, A) 3) y exploten hasta 80 há en 
suelos de aptitud C) 1); hasta 120 há en suelos de 
aptitud C) 2), o hasta 200 há en suelos de aptitud C) 3). 


B) Explotaciones lecheras que ocupen mano de obra cita- 
da en el artículo 43, A) 3) y exploten hasta 200 há en 
suelos de aptitud C) 1); hasta 300 há en suelos de 
aptitud C) 2), o hasta 400 há en suelos de aptitud C) 3). 


C) Explotaciones ganaderas de carne y lana o agrícolas- 
ganaderas que ocupen mano de obra citada en el artícu- 
lo 43, A) 3) y exploten hasta 600 há en suelos de 
aptitud C) 1); hasta 900 há en suelos de aptitud C) 2), o 
hasta 1.500 há en suelos de aptitud C) 3). 


D) Otras explotaciones que ocupen mano de obra citada 
en el artículo 43, A) 3) y que exploten 300 há en 
suelos de aptitud C) 1); hasta 600 há en suelos de 
aptitud C) 2), o hasta 1.200 há en suelos de aptitud C) 
3). 


La aptitud de los suelos no sólo se determinará por el 
Indice CONEAT sino que el técnico actuante deberá tener 
especialmente en cuenta su aptitud para la explotación que se 
trate, la distribución de los valores de inversión, los bienes de 
activo fijo, de producción y la tecnología aplicada. 


Art. 41. - Una vez admitida la viabilidad del proyecto del 
Banco de la República Oriental del Uruguay podrá resolver 
sobre el otorgamiento del préstamo, de acuerdo a los siguien- 
tes parámetros: 


Modelo 1, en todas sus líneas, por hasta el 100% (cien por 
ciento) del monto. 
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Modelo 2, en todas sus líneas, por hasta el 80% (ochenta 
por ciento) del monto. 


Modelo 3, en todas sus líneas, por hasta el 60% (sesenta 
por ciento) del monto. 


Art. 42, - Establécese que de conformidad a lo dispuesto 
en la presente ley, el Banco de la República Oriental del 
Uruguay podrá fijar las condiciones de los préstamos de reac- 
tivación, las que no podrán ser menos beneficiosas para los 
solicitantes que las que rigen para los créditos de fomento que 
el Banco ofrece y las fijadas para el otorgamiento de présta- 
mos dentro del Plan Agropecuario o de Promoción Industrial. 


El plazo mínimo será de cinco años, sin perjuicio de las 
amortizaciones parciales y periódicas que se determinen. 


Art. 43. - Las empresas beneficiarias se categorizarán, 
para la determinación de los modelos a que refieren los artícu- 
los siguientes, de acuerdo a las bases que se especifican: 


A) Por mano de obra ocupada 


1) Familiar y que no contrate más de quinientos jorna- 
les anuales. 


2) Familiar y que contrate entre quinientos y cinco mil 
jornales anuales. 


3) Familiar en transición y que contrate entre cinco 
mil y quince mil jornales anuales. 


B) Por destino de la producción 
1) Abastecimiento del mercado interno. 
2) Producción de partes para productos exportables. 
3) Producción exportable, 

C) Por programas de producción anual 


1) Hasta U$S 50.000 (cincuenta mil dólares de los Es- 
tados Unidos de América). 


2) Hasta U$S 100.000 (cien mil dólares de los Estados 
Unidos de América). 


3) Hasta U$S 200.000 (doscientos mil dólares de los 
Estados Unidos de América). 


Los montos de los créditos se ajustarán considerando los 
tres factores precedentes, combinando los indicados en los 
literales A) y B), adjudicando valores crecientes a sus párrafos 
1), 2) y 3), en ambos casos. 


La composición de los modelos se determina de la forma 
siguiente: 
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Modelo 1) Empresas indicadas en A) 1) y B) 1), cuyos 
programas de producción anual sean de hasta 
U$S 50.000 (cincuenta mil dólares de los Esta- 
dos Unidos de América). 


Modelo 2) Empresas indicadas en A) 2) y B) 2), cuyos 
programas de producción anual scan de hasta 
U$S 100.000 (cien mil dólares de los Estados 
Unidos de América). 


Modelo 3) Empresas indicadas en A) 3) y B) 3), cuyos 
programas de producción anual sean de hasta 
U$S 200.000 (doscientos mil dólares de los 
Estados Unidos de América). 


Art. 44. - Una vez admitida la viabilidad del proyecto el 
Banco de la República Oriental del Uruguay podrá resolver 
sobre el otorgamiento del préstamo, de acuerdo a los siguien- 
tes parámetros. 


- Modelo 1, en todas sus líneas por hasta el 70% (setenta 
por ciento) del monto, 


- Modelo 2, en todas sus líneas por hasta el 80% (ochen- 
ta por ciento) del monto, 


- Modelo 3, en todas sus líneas por hasta el 100% (cien 
por ciento) del monto, 


Art. 45. - Los equipos industriales y los bienes mucbles, 
semovientes y las futuras cosechas incorporadas a la explota- 
ción con este financiamiento, serán prendados a favor del 
Banco de la República Oriental del Uruguay en su totalidad y 
cubrirán el porcentaje de garantía que se financia, no pudién- 
dose gravar los mismos, total o parcialmente, en favor de 
otros acreedores. 


Dichos bienes deberán asegurarse en el Banco de Seguros 
del Estado y se considerarán garantía suficiente para los man- 
tos que se financian. 


Art. 46. - Cuando el postulante que hiciere uso de estos 
créditos fuese a la vez deudor por una consolidación de adeu- 
dos establecida en la presente ley, las formas de pago deberán 
compatibilizarsc, de modo que se asegure la recuperación to- 
tal y regular de ambos créditos. 


Art. 47. - Las partes quedan facultadas para convenir otras 
formas de garantías, en sustitución de las previstas en el 
artículo 45 de la presente ley. 


Art. 48. - En caso de concurrencia de una solicitud de 
crédito para la reactivación con una solicitud de consolidación 
establecida en la presente ley, la resolución de ambos plantcos 
deberá resolverse y documentarse en forma simultánea. 


Art. 49, - El Banco de la República Oriental del Uruguay 
podrá adoptar las medidas necesarias para controlar que los 
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fondos que otorgue en estos préstamos se destinen efectiva- 
mente al objeto que los determina, así como al cumplimiento 
del plan de explotación. 


El incumplimiento que en tales casos se compruebe en 
forma fehaciente, habilitará al Banco para considerar rescindi- 
do el contrato de préstamo, de pleno derecho, y le habilitará 
de inmediato a proceder a la ejecución de la deuda. 


Art. 50. - Cuando los activos del deudor estuvieren com- 
puestos por tierras, maquinarias, equipos aptos para la activi- 
dad agropecuaria o semovientes, pero que en su conjunto cu- 
bran menos del 50% (cincuenta por ciento) de la deuda a 
consolidar, el productor podrá ampararse en los beneficios de 
asistencia a un nuevo crédito y a la consolidación que la 
presente ley prevé, siempre y cuando acuerde con el Banco y 
el Instituto Nacional de Colonización el plan de explotación y 
la administración conjunta con el Instituto, en su caso. 


El plazo del convenio que así se acuerde no podrá ser 
menor de tres años, vencidos los cuales, si la inviabilidad se 
mantiene, el Banco procederá a la enajenación definitiva de 
los bienes del deudor, pudiendo hacerlo en favor del Instituto 
Nacional de Colonización por el monto de los adeudos al 
Banco de la República Oriental del Uruguay, en la forma 
dispuesta en la Ley N* 11.029, de 12 de enero de 1948. 


La adjudicación al Instituto Nacional de Colonización po- 
drá igualmente operarse en caso que el deudor incumpliere las 
cláusulas contractuales que se convengan. 


Art. 51. - La asistencia financiera del Banco de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay a deudores comprendidos en el 
artículo anterior, se hará con la garantía de los bienes grava- 
bles que formen parte del establecimiento y la subsidiaria del 
Instituto Nacional de Colonización. 


Art. 52, - Cuando el acreedor hipotecario procediese a la 
venta o remate de inmuebles rurales hipotecados y si el Insti- 
tuto Nacional de Colonización considerase de su interés incor- 
porarlos a su cartera de tierras, el Banco de la República 
Oriental del Uruguay le otorgará asistencia financiera de 
acuerdo con las normas legales vigentes, 


Art. 53. - Los predios incorporados al patrimonio del 
Instituto Nacional de Colonización, de acuerdo con las facul- 
tades establecidas en la presente ley, deberán ser asignados 
prioritariamente a quienes, en tanto se dediquen personalmen- 
te a la explotación del mismo, reúnan las condiciones siguien- 
tes: 


A) Productores rurales que hubieren quedado sin tierras 
por haberlas vendido o entregado, cesando o reducien- 
do su explotación a niveles de inviabilidad económica 
para pagar el sobreendeudamiento motivado por las 
medidas cambiarias de noviembre de 1982, Entre estos 
productores tendrán prioridad los de mayor familia de- 
pendiente. 
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B) Los que, dentro de la misma área geográfica, siendo 
colonos agrupados o independientes, viesen compro- 
metida su viabilidad económica por su condición de 
minifundistas o por resultancias de la reconversión de 
su producción que debieren afrontar para sortear exito- 
samente la integración regional. 


C) Los descendientes de los productores comprendidos en 
el literal A) del presente artículo que mantengan la ex- 
plotación de la que son herederos, siempre que por lo 
menos uno de ellos se dedique personalmente a la mis- 
ma. 


Art. 54. - Para atender la demanda de recursos que origine 
la aplicación del presente Capítulo, el Banco de la República 
Oriental del Uruguay podrá redescontar sus documentos de 
créditos en el Banco Central del Uruguay, pudiendo éste a su 
vez emitir Títulos de Deuda Pública, lo que se autorizará con 
arreglo a lo dispuesto en el numeral 6* del artículo 85 de la 
Constitución de la República. 


Art. 55. - El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley 
dentro de los treinta días siguientes al de su promulgación. 


Art. 56. - La presente ley entrará en vigencia a partir de la 
fecha de su promulagación. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevi- 
deo, a 9 de diciembre de 1991. 


Gonzalo Aguirre Ramírez 
Juan Harán Urioste Presidente 


Secretario”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a dar cuenta de una mo- 
ción llegada a la Mesa, firmada por los señores legisladores 
Delgado Sicco, Andrade, Prieto, Ferreira, Amaro, Craviotto, 
Previtali, Lev, Zumarán, Pereyra, Molinelli, Belvisi, Guntin, 
Cigliuti, Pozzolo, Martoreli Librán, Millor, Sanabria, Jude y 
Korzeniak. 


(Se lee:) 


“Levántanse las observaciones interpuestas por el Poder 
Ejecutivo -con fecha 20 de diciembre de 1991- al texto en 
consideración del Cuerpo, de acuerdo al siguiente detalle: Ar- 
tículo 1%, inciso segundo, incluidos los literales A), B) y C). 
Artículo 2*, inciso tercero, Artículo 4%. Artículo 5”, literales 
A), B) y C), y los incisos segundo y tercero del literal D). 
Artículo 6*, literales C) y D). Artículo 7?, literal B). Artículos 
15 y 17”. 


-En discusión. 
SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 
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SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: comprendemos 
las dificultades que sobre interpretaciones se generan en situa- 
ciones como la que en esta sesión de hoy ocupa a la Asamblea 
General. Pero no cumpliríamos con una exigencia de nuestra 
conciencia si no señaláramos la circunstancia especial que se 
vive a nivel de la Asamblea General como consecuencia del 
planteamiento de la moción a la que se acaba de dar lectura 
por parte de la Mesa, en relación a la posibilidad de levantar 
observaciones oportunamente formuladas por el Poder Ejecu- 
tivo al proyecto de ley de Refinanciación del Endeudamiento 
Interno. 


En ese sentido, queremos señalar que se genera una situa- 
ción particular que posiblemente no ha sido debidamente ana- 
lizada y que, en verdad, a pesar de que se ha realizado una 
búsqueda intensa a los efectos de ubicar alguna postura, aun- 
que fuera en el orden doctrinario, que habilitara soluciones 
adecuadas y satisfactorias para tener certeza sobre la decisión 
de la Asamblea General, no la hemos encontrado. 


Asimismo, queremos indicar que oportunamente la Asam- 
blea General fue citada para considerar las observaciones for- 
muladas por el Poder Ejecutivo al proyecto de Refinanciación 
del Endeudamiento Interno. La sesión se llevó a cabo el día 2 
de enero y en aquella ocasión se presentó una moción a los 
efectos de proceder al levantamiento de los vetos, que no 
alcanzó el quórum de los tres quintos de presentes que exige 
la Constitución de la República; asistieron 115 legisladores, 
de los cuales 67 votaron por la afirmativa, es decir, a los 
efectos de ratificar el proyecto de ley y por tanto levantar las 
observaciones, y 48 lo hicieron por la negativa, o sea, en el 
sentido de no ratificar el proyecto original. En definitiva, se 
llevó a cabo una sesión de la Asamblea General, se presentó 
una moción, fue votada y no alcanzó el quórum necesario ya 
que, como es sabido, faltaron dos votos para que la moción 
presentada resultara afirmativa. Entonces, cabe preguntarse: 
¿en qué situación se encuentra la Asamblea General ai día de 
hoy cuando, precisamente, están venciendo los 60 días que 
por disposición constitucional existen a los efectos de dar por 
aceptadas las observaciones del Poder Ejecutivo, si no hay un 
pronunciamiento de la Asamblea General y se presenta una 
moción con ciertas determinaciones a fin de proceder a levan- 
tar las observaciones interpuestas por el Poder Ejecutivo, o un 
conjunto de ellas? ¿Esa decisión de la Asamblea General se 
toma en los términos y en el alcance que el texto constitucio- 
nal establece en el artículo 138? ¿Esa decisión tiene la natura- 
leza, el alcance, de lo que reclama la Constitución? ¿Es un 
pronunciamiento como lo señala el inciso segundo del artículo 
138 de la Constitución de la República? ¿O no es una decisión 
ni es un pronunciamiento? 


Queremos señalar -y es por esa razón que hacemos uso de 
la palabra- que, naturalmente, no hay elementos habilitantes 
para que se pueda concluir que en una sesión de la Asamblea 
General en la que existió número para sesionar y se presentó 
una moción que alcanzó un número determinado de votos 
-que si bien no posibilitó que fuera una decisión afirmativa, 
evidenció una voluntad de la Asamblea General- hubo, en 
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nuestro concepto, una decisión, un acto con alcance de carác- 
ter procesalmente legislativo y una presencia de votos en la 
Asamblea General en un sentido determinado. 


Por lo tanto, llegamos a la conclusión de que, aunque haya 
sido un pronunciamiento negativo, se trató de una decisión 
que importó un pronunciamiento. Por tal razón, consideramos 
que en el día de hoy no se está habilitado para presentar una 
nueva moción a los efectos de proceder al levantamiento de 
los vetos. Insistimos en que la decisión que tomó la Asamblea 
General -con los alcances y las limitaciones que hemos deter- 
minado- tiene, en nuestro concepto, cierto valor legislativo 
que afecta las que el Cuerpo pueda adoptar en adelante. 


Deseamos formular estas manifestaciones -dentro de un 
esquema y de unas interpretaciones constitucionales- a efectos 
de que queden incorporadas al estudio y posterior análisis de 
estas disposiciones, ya que se trata de un acontecimiento de 
tipo legislativo que probablemente se da por primera vez en la 
historia de la actividad parlamentaria -es decir, en el desem- 
peño de la Asamblea General- con los alcances que nosotros 
consideramos fundamentales en el orden de la capacidad 
constitucional de las decisiones que aquí se adoptan. 


Nuestra exposición está enmarcada en el sentido de que las 
disposiciones constitucionales deben ser debidamente obser- 
vadas. Si no hay una debida respuesta a este planteamiento o 
una afirmación en sentido contrario, estos elementos harán 
que las decisiones que puedan adoptarse por la circunstancial 
mayoría de la Asamblea General resulten afectadas desde el 
punto de vista constitucional. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: pienso que la 
Asamblea General debe tener presente que la tesis que acaba 
de sostener el señor legislador Santoro no debe ser recibida. 
Lo que él expuso se basa en un supuesto absolutamente des- 
cartable: que los pronunciamientos o decisiones de los cuer- 
pos legislativos producen el efecto de cosa juzgada. Es abso- 
lutamente sabido que los únicos actos jurídicos que se con- 
vierten en fuerza de verdad definitiva, es decir, que pasan en 
autoridad de cosa juzgada, son los actos jurisdiccionales; no 
los administrativos, que alcanzan la categoría de firmes y 
definitivos, como llama la Constitución, a ciertos efectos, y 
mucho menos los actos de los órganos parlamentarios. El úni- 
co momento constitucional en que el Parlamento no puede 
rever algo que está decidido es cuando se le ha vencido un 
plazo marcado hor la propia Constitución. Naturalmente, si la 
Constitución le fija un plazo no puede rever una decisión, 
pero no porque sus actos pasen en autoridad de cosa juzgada 
sino porque decidir algo fuera de plazo violaría el artículo 
constitucional que fija ese término. Por consiguiente, dentro 
del término de los sesenta días, la Asamblea Gencral está en 
condiciones de reunirse ocho, diez o treinta y cinco veces y 
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cambiar su decisión en cuantas oportunidades lo desee. Si 
existiera una mayoría para cambiar la decisión que hoy se 
tomara y se citara a una sesión para esos efectos, se podría 
hacer, salvo que se comenzaran a producir efectos y se ven- 
cieran los plazos respectivos. 


Reitero que la exposición del señor legislador Santoro está 
basada en el supuesto de que los actos de los órganos parla- 
mentarios pasan en autoridad de cosa juzgada y eso no es así. 
Esta teoría no debe recibirse, y no ha sido sostenida por nadie 
en la doctrina nacional. Lo que sí ha sido sostenido es que si 
se resuelve fuera de un plazo, la decisión se invalida por esa 
otra razón. 


SEÑOR SANTORO. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR KORZENIAK. - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: agradezco al se- 
ñor legislador Korzeniak que me brinda la posibilidad de que, 
a través de una interrupción, pueda aclarar mi pensamiento y 
además indicar nuestra postura, contraria a las manifestacio- 
nes que él acaba de formular. No tenemos inconveniente en 
acompañar su argumentación en el sentido de que los actos 
legislativos jamás caen en la condición de cosa juzgada, por- 
que realmente es así, La legislación es la expresión permanen- 
te de la vida de un pueblo, o de un país, por tal razón es lo 
más móvil que pueda existir ya que debe estar directamente 
vinculada con la realidad, que sabemos es cambiante. Por 
estas razones, consideramos que no es posible admitir el ele- 
mento cosa juzgada en materia legislativa, y creo que a nadie 
se le ha ocurrido hacerlo. 


Nosotros razonábamos en el otro sentido, en una aplica- 
ción más estricta del texto constitucional, y podemos remitir- 
nos al artículo 138 de la Constitución que establece: “Cuando 
un proyecto de ley fuese devuelto por el Poder Ejecutivo con 
objeciones u observaciones, se convocará a la Asamblea Ge- 
neral y se estará a lo que decidan los tres quintos de los 
miembros presentes”. Lo que nosotros decimos es que existió 
una moción y se tomó una decisión, aunque no por los tres 
quintos de los presentes. Pero la decisión tiene un alcance 
determinado, que es lo que nos preocupa y procuramos desen- 
trañar; no queremos que sea la verdad absoluta pero, al final 
de cuentas, aspiramos a que sea verdad constitucional y ver- 
dad jurídica. ¿La decisión de la Asamblea General, fue deci- 
sión? ¿No fue un acto de este Cuerpo? ¿No fue un procedi- 
miento de acuerdo con el Reglamento de la Asamblea y en 
cumplimiento de la disposición constitucional? ¿No hubo un 
planteo y manifestaciones verbales de varios señores legisla- 
dores? ¿No hubo una manifestación de la Asamblea General 
mediante los votos? ¿Qué valor y qué alcance tiene? Se nos 
puede decir que ninguno; que fue un acto procesal fallido. 
Pero nosotros estimamos que la circunstancia no es así, que 
debe tener otro alcance y otro valor, Por ello, razonábamos en 
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el sentido indicado señalando que esa decisión de la Asamblea 
General debe tener un alcance y como no contamos con la 
posibilidad de traer un acopio de doctrina y de indicar con 
fundamentación avasallante que esa fundamentación como tal 
tiene determinados efectos, planteábamos nuestra duda y citá- 
bamos ese elemento a fin de que se incorporara a la historia 
del proceso legislativo de este proyecto, para que en el mo- 
mento en que el Poder Ejecutivo procediera -en caso de ser 
levantados los vetos y entrar en vigencia la norma- a impug- 
nar por inconstitucional la ley que emergiera de este recinto, 
pudiera considerarse que estas aportaciones tienen esc objeti- 
vo, esa tendencia y ese alcance. 


Lo que queremos indicar no es el elemento cosa juzgada, 
sino que hubo una decisión y un pronunciamiento, ambos de 
carácter negativo, pero que fueron decisión y pronunciamien- 
to. Entonces, cuando están transcurriendo los sesenta días, 
¿puede volverse sobre la situación y generarse otro acto a 
nivel de la Asamblea General, como se está procurando en la 
tarde de hoy? ¿Se puede presentar una moción? ¿Se puede 
votar? ¿Se pueden alcanzar los tres quintos de votos? Y aque- 
lla decisión anterior, ¿en qué categoría la ubicamos? ¿En la 
categoría de cosa nula, inservible, negativa, sin valor? Esas 
fueron las razones por las cuales dimos a publicidad nuestras 
preocupaciones en la Asamblea General. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legisla- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: me complace 
que el señor legislador Santoro haya aclarado que no atribuía 
a la decisión de la Asamblea General el carácter de cosa 
juzgada sino simplemente la calidad de decisión. Si es una 
decisión -demos por supuesto que lo es- la Asamblea General 
puede cambiarla, y lo puede hacer porque está dentro del 
plazo. Todos los órganos parlamentarios se pueden reunir un 
día, no aprobar una ley y un tiempo después insistirse con el 
mismo proyecto, y si existe mayoría llegar a su aprobación. A 
nadie ha de extrañar ese fenómeno por el cual en el día de hoy 
la Asamblea General toma una decisión que no pudo tomar en 
la oportunidad que señalaba el señor legislador Santoro. 


Aun con el apego a la letra de la Constitución que citaba el 
señor legislador Santoro, la confusión que en nuestra opinión 
padece es la siguiente: en el artículo 138 de la Carta no se 
habla de la sesión de la Asamblea General sino que se expresa 
que se estará a lo que decida la Asamblea General, y la Asam- 
blea General pudo decidir hace unos días, hoy, o podrá hacer- 
lo en el día de mañana. El tema es que siempre decida dentro 
del plazo de sesenta días. Creo que esto está absolutamente 
claro, 


SEÑOR MORELL. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR KORZENIAK. - Sí, señor legislador, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador. 
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SEÑOR MORELL. - Señor Presidente: de acuerdo con lo 
que viene expresando el señor legislador Korzeniak, la duda 
que se me plantea es que debemos distinguir lo que es un 
plazo para una decisión ficta, que son los sesenta días, pasa- 
dos los cuales se da ese efecto. Reitero que la decisión efecti- 
va que se tomó es una y la primera. El plazo no es para ir 
reuniendo a la Asamblea día a día sino para fijar el momento 
a partir del cual la decisión es ficta, 


SEÑOR PRESIDENTE, - Puede continuar el señor legisla- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: me parece que 
queda muy claro que ninguno de los argumentos que se han 
sostenido demuestra, ni de lejos, que la Asamblea General 
está impedida, dentro del plazo, para tomar una decisión en el 
sentido que desee y que lo exprese válidamente por las mayo- 
rías necesarias, Esto es la esencia de la dinámica política 
dentro del marco jurídico de los cuerpos legislativos. Repito 
que los únicos casos en que los cuerpos legislativos no pueden 
hacer eso es cuando tienen plazos fijados y pretenden resolver 
fuera de ellos. 


Voy a insistir acerca de la confusión que me he tomado el 
atrevimiento de atribuir al señor legislador Santoro cuando 
hace referencia a la Asamblea General y a las sesiones de la 
Asamblea General. Además, esta distinción es cuidadosamen- 
te manejada por la Constitución; cuando ella ha querido que 
ciertos actos se tomen en una determinada sesión, lo ha mar- 
cado con absoluta precisión, Quien ha leído los artículos 147 
y 148 sabe que allí se fijan plazos muy apremiantes; me estoy 
refiriendo a las normas que tienen que ver con censura, posi- 
bilidad de disolución y elecciones anticipadas. En esos casos, 
si la Constitución dice que la Asamblea General se debe reu- 
nir dentro de un plazo de cuarenta y ocho horas, dentro de 
esas cuarenta y ocho horas se reúne y decide, porque inmedia- 
tamente están fijadas determinadas consecuencias. 


Inclusive se podría reconocer algún fundamento a la tesis 
del señor legislador Santoro si el efecto de haberse reunido la 
Asamblea General hubiera desencadenado actos procesales 
-como los llamaba el señor legislador Santoro- de alguna ín- 
dole. Por ejemplo, si el Poder Ejecutivo hubiera tenido que 
hacer alguna publicación a raíz de la sesión anterior de la 
Asamblea General, declarando que ya no existían esos artícu- 
los porque estaban vetados; si la Constitución marcara ese 
procedimiento entonces sí -tampoco por cosa juzgada sino por 
sucesión de efectos jurídicos marcados por la Constitución- 
podría sostenerse que la Asamblea General hoy no tendría po- 
testades para decidir. Me parece que el tema tiene una clari- 
dad meridiana. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR KORZENIAK. - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador. 
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SEÑOR CADENAS BOIX. - Señor Presidente: he escu- 
chado con mucha atención las exposiciones de los señores 
legisladores Santoro y Korzeniak, y leyendo el artículo 138 de 
la Constitución creo que es cuestionable en algún aspecto la 
interpretación realizada por el último de los nombrados. Di- 
cha norma dice en su inciso primero: “Cuando un proyecto de 
ley fuese devuelto por el Poder Ejecutivo con objeciones u 
observaciones, se convocará a la Asamblea General y se esta- 
rá a lo que decidan los tres quintos de los miembros presen- 
tes”, Hasta aquí no existe ninguna duda en cuanto a la inter- 
pretación, Y prosigue de la siguiente manera: “Transcurridos 
sesenta días de la primera convocatoria sin mediar pronuncia- 
miento de la Asamblea General, se considerarán aceptadas las 
observaciones del Poder Ejecutivo”. De acuerdo con este tex- 
to, es evidente que transcurridos los sesenta días sin que me- 
diara pronunciamiento de la Asamblea General, las observa- 
ciones del Poder Ejecutivo se consideran aceptadas. 


El supuesto de la Constitución para que puedan transcurrir 
los sesenta días es la ausencia de un pronunciamiento, cosa 
que acá no se da porque ya lo hubo el 2 de enero y en esa 
fecha caducaron los sesenta días. Es muy claro el artículo 
cuando expresa que ese lapso correrá cuando no exista pro- 
nunciamiento del máximo órgano legislativo. Habiendo existi- 
do pronunciamiento, los sesenta días caducaron y el plazo no 
existe más, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legisla- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: me parece que 
la diversificación de argumentos que intentan demostrar que 
la Asamblea General no puede pronunciarse hoy sobre el le- 
vantamiento del veto conduciría, a lo sumo, a otra cosa -si si- 
guiéramos el razonamiento del señor legislador Cadenas 
Boix- a que a los sesenta días no quedan aprobados los vetos 
que hoy no se levanten. Lo que dice el inciso que el señor 
legislador Cadenas Boix acaba de leer es que si no hubiera 
pronunciamiento a los sesenta días queda aprobada la ley con 
los vetos. Entonces, nada tiene que ver con la hipótesis que 
ahora estábamos tratando, que es la de una moción de levanta- 
miento de los vetos dentro de los sesenta días. Sobre este 
punto no creo que la Constitución ofrezca la menor duda, 


En consecuencia, entiendo que no sólo el artículo 138, 
sino todo el mecanismo constitucional relativo al funciona- 
miento de los cuerpos parlamentarios, que son dueños de to- 
mar las decisiones de fondo y de revisarlas cada vez que lo 
consideren necesario -el instituto llamado de la reconsidera- 
ción no es más que una manifestación reglamentaria de ese 
principio- conduce a que no haya ninguna irregularidad for- 
mal en caso de que la Asamblea General, si tiene los votos 
suficientes y actúa dentro del plazo establecido en la Carta 
para que se produzcan efectos fictos -como se dice común- 
mente- sean absolutamente válidos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Asamblea General tiene la 
benevolencia de permitirnos expresar brevemente nuestra opi- 
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nión sin descender de la Presidencia, así lo haremos, porque 
creemos que se trata de un punto -en oposición a lo que han 
sostenido quienes lo debatieron- esencialmente discutible u 
opinable. Naturalmente, prevalecerá la tesis del señor legisla- 
dor Korzeniak- más allá de las razones que él ha expuesto con 
su conocida erudicción sobre los temas constitucionales- por 
el hecho de que en la Asamblea hay una voluntad política 
mayoritaria en ese sentido. Pero como estas situaciones se 
pueden volver a plantear, queremos expresar lo siguiente. 


Con respecto a la aplicación del artículo 138 de la Consti- 
tución pueden darse cuatro cosas. Por algo, Justino Jiménez 
de Aréchaga, refiriéndose a la hipótesis de observaciones par- 
ciales, decía que la norma que las autorizó, en la práctica iba 
a traer infinidad de problemas, ya que se trata de una disposi- 
ción absolutamente inconveniente y décadas de vigencia del 
precepto así lo avalan pues cada vez que se interponen obser- 
vaciones parciales surgen serios problemas de interpretación 
constitucional. 


En primer lugar, puede suceder que la Asamblea General 
se reúna y expresamente ratifique el proyecto original, es de- 
cir, levante las observaciones, lo que hasta ahora no ha hecho. 
En segundo término, que la Asamblea, por votación expresa 
de mayoría absoluta de presentes, acepte las observaciones 
parciales, en cuyo caso hay ley con el texto querido por el 
Poder Ejecutivo, En tercer lugar, que no haya un pronuncia- 
miento dentro de los sesenta días; que simplemente no se vote 
o que no se vote en un sentido al que la Constitución le 
atribuya un determinado efecto, en cuyo caso hay una volun- 
tad ficta de la Asamblea y el proyecto se promulga también 
con el texto querido por el Poder Ejecutivo. La cuarta posibi- 
lidad es que se vote negativamente en los dos sentidos, esto 
es, que se vote por el levantamiento de las observaciones y no 
haya tres quintos de presentes para hacerlo y, por lo tanto, no 
puede promulgarse la ley con el texto original y que, además, 
se vote por la aprobación de las observaciones del Poder Eje- 
cutivo y tampoco haya mayoría absoluta para aprobario; de 
esta manera, tampoco se puede promulgar la ley con el texto 
querido por el Poder Ejecutivo y en ese caso no hay ley; nada 
se puede promulgar. Así que se trata de cuatro hipótesis dis- 
tintas. 


Lo que estamos discutiendo -porque nos encontramos den- 
tro del término, es decir en el sexagésimo día del plazo que 
fija la Constitución- refiere a cuál es el efecto del primer 
pronunciamiento que se emitió en la sesión del 2 de enero. Es 
decir, si esa decisión, sin tener efecto de cosa juzgada, impide 
emitir un nuevo pronunciamiento de la Asamblea rectificando 
el pronunciamiento anterior. 


El señor legislador Korzeniak ha dicho que cuando los 
cuerpos legislativos se expresan dentro de los plazos que 
constitucionalmente tienen fijados pueden modificar su volun- 
tad, es decir que sus decisiones son siempre modificables, 
salvo cuando ello se pretende hacer fuera de los términos 
establecidos por la Constitución. Yo digo que no siempre es 
así y que dentro de la propia Sección VII hay disposiciones 


ASAMBLEA GENERAL 


24 de Febrero de 1992 


que establecen el principio contrario. Por ejemplo, el artículo 
145 dice: “Reconsiderado por la Cámaras reunidas un proyec- 
to de ley que hubiese sido devuelto por el Poder Ejecutivo con 
objeciones u observaciones, si aquéllas lo aprobaren nueva- 
mente” -lo que hasta el momento no ha ocurrido- “se tendrá 
por su última sanción, y comunicado al Poder Ejecutivo, lo 
hará promulgar enseguida sin más reparos”. 


Por lo tanto, si el 2 de enero se hubiesen levantado las 
observaciones no habría sido posible que el 6 de enero o que 
hoy, 24 de febrero, diéramos marcha atrás por estar dentro del 
término. De la misma manera, cuando una Cámara aprueba un 
proyecto de ley y lo comunica a la otra, no puede argumentar 
que como aún no hay ley porque no hay concordancia en la 
voluntad de las dos Cámaras puede dejar sin efecto su pronun- 
ciamiento anterior, 


Lo que queremos decir es que, aun no habiendo plazos, la 
regla general dentro del proceso legislativo, cuando los órga- 
nos del Poder Legislativo se pronuncian, ya sean las Cámaras 
actuando separadamente o la Asamblea General, sus decisio- 
nes en materia legislativa tienen determinado efecto y en fun- 
ción de ello se pasa a otra etapa del proceso. Lo que no está 
claro en absoluto es si en este caso la decisión anterior impide 
volver a adoptar una nueva resolución sobre el mismo punto o 
si se está habilitado para hacerlo. Adviértase, señores legisla- 
dores, que el artículo 140 dice: “Si las Cámaras reunidas desa- 
probaran el proyecto devuelto por el Poder Ejecutivo, quedará 
sin efecto por entonces, y no podrá ser presentado de nuevo 
hasta la siguiente Legislatura”. 


El día 2 de enero, las Cámaras reunidas desaprobaron el 
proyecto devuelto por el Poder Ejecutivo, es decir, votaron 
para ratificarlo nuevamente y no obtuvieron los tres quintos 
de presentes que exige el artículo 138 de la Constitución. Bien 
podría haberse sostenido que el proyecto había sido desapro- 
bado y que, por lo tanto, no se podía presentar hasta la si- 
guiente Legislatura. Media, sin embargo, la disposición del 
artículo 138 que establece un plazo de sesenta días y habla de 
la primera convocatoria, lo que naturalmente puede hacer su- 
poner que pueden haber varias convocatorias dentro del plazo 
y que dentro del término de 60 días podía adoptarse una deci- 
sión hábil, con efectos jurídicos válidos. 


En antesala, estaba hablando con el señor legistador Blan- 
co, quien tenía exactamente la misma preocupación expuesta 
en Sala por el señor legislador Santoro. Al respecto, no me 
pronuncio. Pero tampoco quiero que mi silencio se interprete 
como que acepto una u otra tesis. Estamos ante una situación 
en la que, naturalmente, el legítimo interés político, la sana 
pasión política en la defensa de una u otra posición nos puede 
hacer perder cierto grado de objetividad para tratar el tema, 
por lo que sería bueno que adoptáramos en otro momento yn 
criterio de interpretación para evitar problemas futuros, por- 
que estas situaciones se pueden volver a plantear en cualquier 
imomento. Por otra parte, es evidente que la Constitución en 
absoluto es clara en cuanto a cómo se resuelve este problema. 
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Por lo menos, ello es algo obvio para nosotros, aunque admiti- 
mos que para otros legisladores pueda ser evidente cualquiera 
de las otras posiciones sustentadas en Sala. 


Pido excusas a la Asamblea General por haberme extendi- 
do haciendo uso de la palabra desde la Presidencia, 


SEÑOR BLANCO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR BLANCO. - Señor Presidente: en cierto modo 
alentado por la amable alusión de la Mesa, quiero hacer un 
breve comentario sobre este tema. 


Efectivamente, antes de comenzar la sesión y sin haber 
comentado el punto con el señor legislador Santoro ni con 
ningún otro legislador, me aproximé al señor Presidente para 
señalarle mi inquietud en relación a este aspecto reglamenta- 
rio. 


Antes de hacer un comentario al respecto, debo decir que 
coincido con el señor Presidente en el sentido de que dada la 
naturaleza política del tema y cómo se han planteado las co- 
sas, no creo que este sea el momento más oportuno para que 
entremos en una disquisición de tipo reglamentario, decidien- 
do acerca de un tema que tiene mucha importancia en cuanto 
a sentar precedentes. Por el contrario; preferiría que el pro- 
nunciamiento adoptado no constituyéra un precedente porque 
creo que sería una decisión equivocada. Al decir esto significo 
mi posición favorable al parecer que anunciaba el señor legis- 
lador Santoro y ese es el sentido del comentario que hiciera al 
señor Presidente de la Asamblea General previamente a la 
sesión. 


Creo que a este respecto la Asamblea General se pronun- 
ció en su momento al tratar de obtener los tres quintos para 
levantar los vetos interpuestos por el Poder Ejecutivo sin con- 
seguirlo, Por lo tanto, ese punto quedó dilucidado. 


Reconozco que las observaciones formuladas por el señor 
legislador Korzeniak son atendibles y las he escuchado, como 
siempre, con mucho respeto y consideración, De todas mane- 
ras, entre una y otra tesis me inclino por la de que ya hubo un 
pronunciamiento de la Asamblea General en el sentido de no 
levantar las observaciones interpuestas por el Poder Ejecutivo. 
Por lo tanto, ahora no podemos reiterar la consideración del 
mismo tema buscando un pronunciamiento de signo diferente, 


Desde el punto de vista político me permito agregar que 
encuentro que hay una cierta situación extrafía o peculiar. Por 
más que haya precedentes parlamentarios relativos a la recon- 
sideración de asuntos, el punto que estamos tratando se refiere 
a una manifestación muy especial que hace a las relaciones 
entre los Poderes, puesto que hay una resolución del Poder 
Ejecutivo, el veto, y un pronunciamiento de la Asamblea Ge- 
neral y no se puede sostener que esto sería susceptible de un 
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replanteo “ad infinitum” dentro del término de-los sesenta 
días. 


Por estas consideraciones, de algún modo jurídicas y tam- 
bién políticas, me inclino por esa tesis pero no hago hincapié 
en ella porque considero que no es hoy el momento apropiado 
para considerarla, He intervenido alentado por el comentario 
del señor Presidente. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. ] 


SEÑOR ZUMARAN. - Señor Presidente: quiero dejar 
constancia de otra posición posible que puede haber en este 
tema. Si el 2 de enero hubiera existido una mayoría de tres 
quintos para levantar los vetos es muy claro que la Asamblea 
General se hubiera pronunciado. No la hubo; pero tampoco la 
Asamblea General fue llamada a votar para ratificar las obser- 
vaciones del Poder Ejecutivo. Si eso hubiera ocurrido, la tesis 
de los señores legisladores Blanco y Santoro tendría otro fun- 
damento, porque los vetos habrían sido convalidados, aproba- 
dos y ratificados por la decisión de la propia Asamblea. Pero 
la peculiaridad de la jornada del 2 de enero es que no ocurrió 
ninguna de las dos cosas. Creo que esto es posible en la vida 
parlamentaria solamente en el caso de vetos, porque hay una 
exigencia distinta de quórum. Entonces, es posible que la 
Asamblea General no cuente con ese número de legisladores 
para pronunciarse acerca de cualquiera de las dos manifesta- 
ciones de voluntad, es decir, que no tenga los tres quintos de 
presentes para levantar los vetos y por lo tanto no pueda pro- 
nunciarse o que la mayoría de presentes no alcance para con- 
firmar las observaciones y nos encontremos ante la situación 
atípica de que la Asamblea no se pronuncie. 


Van corriendo los sesenta días y existe la duda de qué 
ocurre en ese lapso: si rige la disposición de que al término de 
ese plazo queda aprobada fictamente la ley con los vetos del 
Poder Ejecutivo o queda firme la interpretación sostenida por 
el señor Presidente del Cuerpo de que en ese caso no hay ley. 
Si en el transcurso de los sesenta días, al no lograrse los tres 
quintos ni la mayoría necesaria vuelve a reunirse la Asamblea 
General y obtiene una y otra de estas votaciones, entiendo que 
sería la primera vez que se llegaría a un pronunciamiento, 
algo que podría ocurrir en la jornada de hoy. 


Me parece que esta interpretación también debe constar en 
la versión taquigráfica. 


SEÑOR SINGER. - ¿Me permite una interrupción? 
, 
SEÑOR ZUMARAN. - Le voy a conceder la interrupción 
que me solicita el señor legislador, aunque no lo ubicaba en 


esa bancada. Ha habido una mudanza que esperemos que ses 
meramente locativa. 


(Hilaridad) 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor en su accidental ubicación dentro de la bancada del Parti- 
do Nacional, 


(Hilaridad) 


SEÑOR SINGER. - El hecho de que me encuentre ubicado 
en la bancada nacionalista se debe a que no voy a participar 
en la votación por las razones que oportunamente manifesté 
en la Cámara. Pero como se está discutiendo una cuestión de 
procedimiento que no es menor sino que tiene una enorme 
importancia, me parece importante señalar un aspecto que no 
se ha mencionado y que considero el meoilo del asunto. 


Cuando se reunió la Asamblea General y adoptó una deci- 
sión <reo que fue el 2 de enero- ésta no fue comunicada 
porque la Mesa, con buen criterio, entendió que no procedía 
hacerlo en tanto no había ley ni levantamiento de vetos; en 
una palabra, no había nada. Lo que no puede hacerse -eso está 
claro, y en ese caso la posición expuesta por los señores legis- 
ladores Santoro y Blanco sería absolutamente de recibo- es 
volver atrás sobre una decisión que la Asamblea General hace 
saber al órgano correspondiente, Esto transformaría la deci- 
sión en un hecho consumado. 


Pero, al no haber sido comunicada la decisión que en esa 
oportunidad adoptó, la Asamblea General está habilitada a 
tomar tantas otras hasta que esté en condiciones de tomar una 
que pueda ser comunicada. Es decir que si inmediatamente 
después de que termine de hacer uso de la palabra el último 
orador inscripto se adoptara una resolución que tampoco pue- 
de ser comunicada y, eventualmente, pudiera volver a reunirse 
la Asamblea General a la hora 22, estaría en condiciones de 
tomar una decisión distinta, ¿Hasta qué momento? Hasta que 
venza el plazo hoy a la hora 24 o hasta que se adopte una 
resolución que la Mesa pueda comunicar oficialmente al Po- 
der Ejecutivo. 


La Mesa de la Asamblea General no estuvo habilitada para 
comunicar al Poder Ejecutivo ninguna decisión y, a mi juicio, 
esto es lo que le permite adoptar la misma o cualquier otra 
decisión. 


En cambio, a partir del momento en que la comunique al 
Poder Ejecutivo, no podrá volver sobre ella. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legisla- 
dor Zumarán. 


SEÑOR ZUMARAN. - Creo que la argumentación del 
señor legislador Singer es muy buena y es coadyuvante a 


r . . , . AA 
cuanto veníamos exponiendo en el sentido de que hizo bien la 


Mesa en no comunicar la votación del 2 de enero porque no 
constituyó una decisión ya que no existieron los tres quintos 
para levantar los vetos ni la mayoría necesaria para ratificar- 
los. Por lo tanto, la Mesa se limitó a tomar nota de lo actuado 
y esperar el transcurso de los sesenta días. Menudo problema 
de interpretación se generaría si en el término de los sesenta 
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días no hay ningún pronunciamiento, porque van a quedar en 
pie las dos posibilidades de interpretación: el Poder Ejecutivo 
promulga la ley con vetos o no hay ley. Creo que ésa es una 
tarea difícil para cualquier intérprete. 


SEÑOR BOUZA. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR ZUMARAN. - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador, 


SEÑOR BOUZA. - Señor Presidente: lamento discrepar 
con la interpretación realizada por el señor legislador Zuma- 
rán, por el señor Presidente de la Asamblea General y por mi 
correligionario, el señor legislador Singer. 


En primer lugar, quiero señalar que éste no es un hecho 
nuevo; no es la primera vez que se plantea esta circunstancia, 
A lo largo de la Legislatura pasada se dio reiteradas veces y el 
señor Presidente de la Asamblea General de entonces, doctor 
Enrique Tarigo, frente a pronunciamientos del Cuerpo que 
merecieron observaciones u objeciones del Poder Ejecutivo y 
al no contar con los tres quintos de votos para levantarlas ni 
tampoco con la mayoría para aceptarlas -es decir, actos reali- 
zados en iguales condiciones que las del 2 de enero pasado- 
comunicaba al Poder Ejecutivo que la instancia se había cum- 
plido y la ley correspondiente era promulgada por éste con las 
observaciones que había planteado. Esto ocurrió en múltiples 
ocasiones. De manera que aquí se ha ignorado un antecedente 
muy válido que fue aceptado pacíficamente por la Asamblea 
General. 


Considero que el día 2 de enero, al no haber sido comuni- 
cado por la Presidencia el pronunciamiento de la Asamblea 
General, se siguió un procedimiento que alteró lo que fue la 
práctica constitucional cumplida a lo largo del período pasa- 
do, desde 1985 hasta 1989. 


Y como yo integré aquella Asamblea General y acepté 
aquel pronunciamiento, hoy también lo acepto. Además, con- 
sidero que no es posible interpretar la Constitución y atribuir 
al constituyente errores en sus expresiones. No por casualidad 
el constituyente habla en el artículo 138 de la Constitución, en 
su inciso primero, de decisión y en el segundo de pronuncia- 
miento. El inciso primero de ese artículo requiere la voluntad 
de los tres quintos de legisladores presentes para que haya 
decisión y el inciso segundo se refiere a que transcurridos 
sesenta días sin que hubiere pronunciamiento -que no es lo 
mismo que decisión- el proyecto quedará convalidado con las 
observaciones del Poder Ejecutivo, 


El 2 de enero pasado la Asamblea General fue convocada 
en forma legítima y emitió un pronunciamiento absolutamente 
válido; pero no se alcanzaron las mayorías que requiere la 
Constitución para levantar las observaciones u objeciones del 
Poder Ejecutivo. En esa instancia se debió haber comunicado 
al Poder Ejecutivo que la legitimación procesal para que la 
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Asamblea General volviera a intervenir había caducado y que 
en consecuencia el Poder Ejecutivo debía promulgar el pro- 
yecto como ley, 


Yo no estaba en Sala, pero escuché expresiones de algunos 
señores legisladores que quisiera comentar. El señor legisla- 
dor Korzeniak manifestó que durante los sesenta días podría 
haber tantos pronunciamientos como la Asamblea quisiera 
tomar. Yo me pregunto qué hubiera pasado si el 2 de enero 
tres quintos de los legisladores presentes en la Asamblea hu- 
bieran estado en favor del levantamiento de las observaciones. 
¿El señor legislador Korzeniak hubiese considerado que se 
podía volver a convocar a la Asamblea? Sin duda no. Si no es 
válido convocar nuevamente a la Asamblea cuando hay un 
pronunciamiento en el sentido de levantar las observaciones, 
¿es válido hacerlo cuando no se alcanzaron los tres quintos de 
votos? Creo que en esta materia hay que manejarse con lógi- 
ca, y ésta indica que debe respetarse la equidad entre ambas 
opciones. 


También digo que si el constituyente habla de decisión en 
el inciso primero del artículo 138 y de pronunciamiento en el 
inciso segundo, no lo hace porque sí; no es una casualidad. Lo 
hace con la clara intención de manifestar dos fenómenos dis- 
tintos. El inciso segundo del artículo 138 muestra la voluntad 
del constituyente en el sentido de que si no hay pronuncia- 
miento de la Asamblea General, deberán transcurrir sesenta 
días desde que se recibieron las observaciones del Poder Eje- 
culivo. 


El 2 de enero hubo un pronunciamiento válido y legítimo 
de la Asamblea General. En consecuencia, a partir de ese 
momento, perimió la instancia. La Presidencia de la Asam- 
blea General debió comunicar al Poder Ejecutivo que ese fe- 
nómeno se había dado para que éste promulgara la ley con las 
observaciones que interpuso, tal como lo dispone el inciso 
segundo del artíclo 138. 


Quizá he abusado de la generosidad del señor legislador 
Zumarán quien me ha concedido la interrupción, pero me 
parece que hay que tener consecuencia política -lo digo por 
mí, no por él- y si a lo largo de cinco años yo acepté esta 
interpretación constitucional por la cual se zanjaron las dife- 
rencias entre el Poder Ejecutivo y la Asamblea General, tam- 
bién tengo que hacerlo hoy. Supongo que todos mis correli- 
gionarios también serán consecuentes con esa conducta. 


Además, considero que soy absolutamente coherente en la 
interpretación de estos textos constitucionales. Y creo que al 
hacer otra interpretación nos acercamos a lo que el Derecho 
nunca debe querer, que es la incertidumbre. El Derecho debe 
buscar la certidumbre, la firmeza en las instancias y en los 
derechos. Si caminamos por esta otra interpretación manejada 
en la Asamblea, vamos al reino de la duda; y en este reino no 
hay derechos. Se pierde la legitimidad y por conscuencia se 
entra en un camino que nos lleva a situaciones de sombra y de 


peligro. * 
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Por esto me ratifico en lo que hizo el Presidente de la 
Asamblea General del período pasado durante los cinco años. 
Cada vez que hubo un pronunciamiento de esta Asamblea 
donde no se alcanzaron las mayorías necesarias para levantar 
los vetos ni para confirmarlos, el doctor Enrique Tarigo co- 
munció al Poder Ejecutivo que la Asamblea se había pronun- 
ciado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legisla- 
dor Zumarán, 


SEÑOR ZUMARAN. - Voy a terminar rápidamente para 
no convertirme en el árbitro de la palabra, ya que me solicitan 
dos interrupciones, 


Estábamos tratando de recordar los antecedentes del perío- 
do pasado que citaba el señor legislador Bouza. Para ello 
fuimos ayudados por el señor legislador Cassina -y a todos 
nos consta su buena memoria y erudicción en estos temas- y 
nos parecía que en aquel entonces, ante esa circunstancia a 
que apunta el señor legislador Bouza, igual a la presente -en 
que la Asamblea General no logra los tres quintos de votos 
para levantar los vetos ni la mayoría para confirmarlos- la 
propia Asamblea votó una resolución pidiendo a la Mesa que 
comunicara al Poder Ejecutivo la votación, circunstancia que 
el 2 de enero no tuvo lugar. Ningún señor legislador pidió que 
la Asamblea emitiese ese pronunciamiento. 


Por otra parte, si la memoria no me traiciona, creo recor- 
dar que el actual Presidente del Cuerpo, señor legislador 
Aguirre, se opuso a esa resolución por considerarla de dudosa 
constitucionalidad. 


SEÑOR PRESIDENTE. - De total inconstitucionalidad, 


SEÑOR ZUMARAN. - Además, en aquella instancia 
-estoy hablando de memoria- los vetos se referían a leyes de 
contenido presupuestal: Presupuesto o Rendición de Cuentas. 
La situación de hecho trascendía el ámbito de la Asamblea 
General. Si se aguardaban los sesenta días sin Presupuesto o 
Rendición de Cuentas se ocasionaba un daño muy grande a la 
Administración Pública. En materia de leyes presupuestales 
los vetos siempre versaron en algunas de las partidas o dispo- 
siciones, pero había interés de que 400 ó 450 artículos entra- 
ran en vigencia cuanto antes y no aguardaran la decisión ficta 
luego de sesenta días, con la demora que ello traía aparejado y 
con el peligro de una interpretación legítima -mantenida por 
muy buenos sostenedores en doctrina- en el sentido de que 
cuando no se obtienen tres quintos de votos para levantar 
observaciones parciales ni mayoría para confirmarlas, el 
transcurso de los sesenta días no opera la vigencia de la ley 
con vetos, sinola ausencia de la ley, que es mucho más grave. 
Si dejábamos pasar los sesenta días podíamos quedar sin ley 
de Presupuesto o sin Rendición de Cuentas, con el caos consi- 
guiente en el funcionamiento del Estado. 


Esa circunstancia de naturaleza extraconstitucional pero de 
mucho contenido político y social, hacía que se buscara esa 
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medida un poco oblicua de pedir a la Mesa que diera cuenta 
de lo actuado al Poder Ejecutivo para que se promulgara la 
ley y que el país tuviera Rendición de Cuentas o Presupuesto. 


Me han pedido interrupciones los señores legisladores 
Bouza -mi amigable contadictor- Cassina, nuestro profesor de 
Derecho Constitucional, y sé que también desea hacer uso de 
la palabra el señor Presidente. Con mucho gusto concedería 
las interrupciones por su orden, pero me parece más propio y 
más adecuado al Reglamento que yo dé por terminada mi 
exposición y sea la Mesa la que dé la palabra a quien corres- 
ponda. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia usará la palabra 
luego de que hagan uso de ella los señores legisladores que 
habían pedido interrupciones, pues ha sido aludida e, inclusi- 
ve, se ha cuestionado su proceder después de la votación del 2 
de enero. 


Antes de eso, concretando la cita efectuada por el señor 
legislador Zumarán, quiero recordar que en la sesión del 9 de 
noviembre de 1987 hubo una votación cuyo resultado fue 122 
en 123, correspondiendo el único voto negativo a quien hoy 
ocupa la Presidencia, que no ha modificado su criterio y pien- 
sa que lo actuado en aquella oportunidad por el éntonces Pre- 
sidente, doctor Enrique Tarigo, con consentimiento de la 
Asamblea, constituyó una flagrante violación de la Constitu- 
ción de la República, como lo explicará más extensamente 
cuando ocupe su banca. 


Tiene la palabra el señor legislador Bouza. 


SEÑOR BOUZA. - Señor Presidente: no seré yo quien 
señale inconsecuencias del señor Presidente. Así como recor- 
daba cuál había sido la conducta de la Asamblea General 
durante todo el período pasado, también recuerdo la actitud 
del entonces señor legislador Aguirre, que fue opuesta a la de 
este Cuerpo. En efecto, cuando en su carácter de Presidente 
actúa hoy en función de los mismos criterios que defendió 
cuando era senador, es absolutamente consecuente, De la mis- 
ma forma, yo tengo que ser consecuente con lo que voté, 
También debo decir que la Asamblea General hizo una inter- 
pretación de la disposición constitucional, votando por una 
mayoría tan absolutamente abrumadora -como lo recordaba el 
señor Presidente- que sólo no contó con el voto del entonces 
señor legislador Aguirre en favor de dar por terminada la 
instancia una vez producido el pronunciamiento de la Asam- 
blea, aun cuando no alcanzara la mayoría establecida por la 
Constitución. 


Además, el argumento de circunstancias señalado por el 
señor legislador Zumarán no es válido. La Constitución no” 
dice que la consideración de las observaciones u objeciones 
del Poder Ejecutivo por parte de la Asamblea General deba 
estimarse de una manera cuando se trata de un proyecto de 
Presupuesto o de Rendición de Cuentas o cuando es otro tipo 
de proyecto de ley, Entonces, cuando la Constitución no dis- 
tingue, no podemos hacerlo nosotros. Me podrá decir el señor 
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legislador Zumarán que hay circunstancias políticas; pero ese 
tipo de circunstancias no pueden obviar jamás el cumplimien- 
to de las disposiciones constitucionales. Como ya lo he seña- 
lado, la Asamblea General cumplió con la Constitución a lo 
largo de todo el período pasado, entendiendo que cuando no 
había tres quintos de votos ni mayoría en un pronunciamiento, 
ya había terminado esa instancia y, por lo tanto, debía efec- 
tuarse comunicación al Poder Ejecutivo. Como decía el señor 
legislador Zumarán, esa no fue una decisión tomada por el 
entonces Presidente de la Asamblea, doctor Tarigo; reitero 
que fue una decisión abrumadoramente mayoritaria de la 
Asamblea General, con la única excepción del entonces señor 
legislador Aguirre. Sin duda esa fue una interpretación consti- 
tucional. 


Ahora se quiere introducir una variante a esa interpreta- 
ción; se quiere borrar aquello que la Asamblea General, por 
tan inmensa mayoría había decidido que era el criterio ajusta- 
do a la Constitución. Frente a ello, debo ser consecuente con 
la posición que entonces sostuve -como lo es el actual señor 
Presidente y como creo que todos deben serlo- porque mala 
imagen daremos al país y a la opinión pública si en función de 
una circunstancia política votamos de una manera y lo hace- 
mos en forma diferente en función de otra. Eso es lo que 
puede generar descrédito y mala opinión de la gente sobre el 
Parlamento: que actuemos de una forma si estamos en deter- 
minada situación política y mañana de otra, si la circunstancia 
política es otra. Creo que mi sector ha dado pruebas terminan- 
tes de que no ha tenido esta conducta ni la tendrá jamás, Lo 
que dijimos ayer, lo decimos hoy, y esa es la única forma de 
ganar credibilidad en la gente y respeto para el sistema políti- 
co. Eso es lo que está en juego hoy y lo que desde estas 
bancas tenemos que defender todos. Quizás en esta tesis hoy 
me acompañen algunos que ayer pudieron haberlo hecho sin 
mucho interés, Y bueno es que hoy todos nos coloquemos 
frente a la opinión pública con absoluta claridad y nitidez. Lo 
que es bueno para el país siendo gobernante mi Partido, lo es 
también cuando el que gobierna es otro; eso es lo que nos va a 
jerarquizar a todos, y no el adoptar conductas distintas según 
cual sea el partido que esté en el gobierno. Si no nos damos 
cuenta de esto, no nos estamos dando cuenta de lo que pien- 
san los uruguayos, de lo que percibe con nitidez cada uno de 
los ciudadanos, que ven con desprecio como hay actitudes de 
demagogia cuando no se está en el gobierno y otras que no 
son demagógicas cuando sí se está. Eso lo digo para muchos 
-¡para muchos!- para algunos que estuvieron ayer fuera del 
Gobierno y hoy están en él, así como para algunos que estu- 
vieron ayer en el Gobierno y hoy no lo están, 


Desde esta banca del Batllismo Radical digo que nosotros 
estuvimos, estamos y estaremos en la misma posición, cual- 
quiera sea la circunstancia política. No tenemos doble discur- 
so, pues éste a lo que lleva es al descrédito de las instituciones 
y de los partidos y a poner en peligro las libertades públicas 
que nosotros somos los primeros obligados a defender y respe- 
tar. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK, - Quiero empezar por situar el 
tema. En ese sentido, me parece que podríamos estar todos de 
acuerdo en que ésta es una cuestión eminentemente jurídica: 
se trata de interpretar si, dado que en una sesión anterior la 
Asamblea General no logró un pronunciamiento para aprobar 
ni para levantar las observaciones, puede o no hacerlo en el 
día de hoy. Si esto se convierte en un tema político, quizá 
podría correrse el riesgo a que antes aludía el señor Presidente 
en cuanto a que en el apasionamiento pudieran simplificarse 
un poco las ideas, cuando en realidad se trata de interpretar 
técnicamente la Constitución. Ese es el encuadre del tema, 
que me parece poco discutible: estamos ante un problema de 
interpretación constitucional, eminentemente jurídico. 


Se ha sostenido que hay precedentes parlamentarios en la 
materia. Aclaro que yo le quito toda relevancia política y la 
enfoco sólo desde el punto de vista jurídico. El señor legisla- 
dor que me precedió en el uso de la palabra dijo que durante 
la Legislatura anterior había jurisprudencia creada por la Pre- 
sidencia, si bien luego se aclaró que era por parte de la Asam- 
blea General. Creo que en este tema hay que restablecer la 
verdad histórica; si no hay tiempo de recoger documentos, por 
lo menos debemos apelar a la memoria. 


Hubo dos oportunidades en que se produjo una situación 
similar a la del 2 de enero; no fue una ni más de dos: fueron 
dos ocasiones, En una de ellas, no se comunicó nada al Poder 
Ejecutivo; se dejó pasar. En la otra oportunidad, probable- 
mente por los motivos de urgencia social -digamos así- de que 
hablaba el señor legislador Zumarán, sí hubo una decisión de 
la Asamblea General en el sentido de comunicar el tema al 
Poder Ejecutivo, sin expresar cuál era la consecuencia jurídi- 
ca; simplemente, se hizo la comunicación de lo que había 
sucedido. 


Pero si tratamos de hurgar en esa verdad histórica, a nivel 
del Poder Ejecutivo hubo consultas. Se consultó al distinguido 
constitucionalista y Secretario de la Presidencia, doctor Semi- 
no, quién aconsejó que, pese a la comunicación al Poder Eje- 
cutivo, éste no efectuara la promulgación sino cuando ya hu- 
bieran transcurrido los sesenta días; y se consultó también a 
varios abogados del Poder Ejecutivo, quienes coincidieron en 
ese mismo consejo. No recuerdo cuál fue la decisión que en 
definitiva tomó el señor Presidente, pero los hechos fueron 
esos y no otros. 


En última instancia, no podemos hacer derivar la interpre- 
tación de la Constitución de la circunstancia de hecho de que 
la Presidencia comunique o no, porque en todo caso el razona- 
miento es a la inversa: interpretada la Constitución, el Presi- 
dente debe decidir si en una situación como esa comunica o 
no. 

$ 

Quiero hacer una última aclaración, porque en las amables 

alusiones que se hicieron a mi razonamiento anterior tanto por 
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parte del señor Presidente como del señor legislador Bouza, se 
omitió señalar que yo dije con toda claridad que hay dos 
circunstancias -no sólo la de los plazos, sino dos- por las 
cuales los Órganos parlamentarios no pueden rever lo que ya 
han hecho. Sólo dos: no menos de dos pero tampoco más de 
dos. Una de ellas es cuando se han vencido términos fijados 
en la Constitución, o en una ley, o en reglamentos válidos 
para pronunciarse; los pronunciamientos que se hagan fuera 
de esos términos son formalmente viciados. La otra circuns- 
tancia se da cuando un pronunciamiento -sea o no llamado 
decisión- produce efectos jurídicos expresamente determina- 
dos en la Constitución, en cuyo caso, naturalmente, no se 
puede rever, porque si se cambia, se violaría la frase constitu- 
cional que establece los efectos de ese pronunciamiento. 


Por lo tanto, no es convincente aquel argumento del señor 
legislador Bouza sosteniendo que si nosotros fuéramos cohe- 
rentes tendríamos que decir que si se hubiera levantado el 
veto el 2 de enero, después podría reverse la decisión. Es un 
divertimento argumental, estratégico, para una asamblea. Pero 
no es así porque la Constitución marca expresamente el efecto 
que tiene el pronunciamiento de levantar el veto; si después la 
Asamblea General quisiera rever eso ya no podría hacerlo 
porque violaría una frase de la Constitución que dice que por 
tres quintos de votos, levantado el veto, hay una resolución 
sobre el tema, estableciendo cuáles son los efectos de ella, En 
cambio, hasta el día de hoy no hay ni plazo vencido ni efectos 
marcados por la Constitución a la actuación de la Asamblea 
General. Dado ese cuadro de situación jurídica, un órgano 
parlamentario -cuya dinámica no es jurídica sino política, que 
actúa dentro de un marco jurídico pero, repito, por dinámica 
política- siempre puede cambiar sus decisiones. Esto es así 
con una ley, con una reforma de Reglamento, con una deci- 
sión administrativa, salvo -reitero- dos excepciones: plazo 
vencido o efectos ya marcados por la Constitución sobre la 
decisión anterior, 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR CASSINA, - Señor Presidente: voy a ser muy 
breve porque los señores legisladores Korzeniak y Zumarán, a 
mi juicio, han expuesto los argumentos de quienes creemos 
que la Asamblea puede pronunciarse válidamente en el día de 
hoy, de manera tal que se hace innecesario insistir en este 


aspecto. 


Sin embargo, quiero señalar algo. Como pienso que la 
preocupación pl el doble discurso formulada por el señor 
legislador Bouza -quien lamentablemente no está en Sala er 
este momento- no estaba referida a nosotros sino que más bier 
tenía algunos otros destinatarios muy conerctos dentro de est: 
Asamblea, no vale la pena que la comentemos, más allá de 
señalar que nuestro Partido nunca ha practicado el doble dis- 
curso. 
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Sobre el tema en discusión, creo que el señor legislador 
Bouza en su exposición inicial incurrió, a mi juicio, en dos 
errores, El primero de ellos consiste en distinguir, conforme a 
la letra de la Constitución, entre pronunciamiento y decisión 
de la Asamblea General. Creo que en ambos casos es lo mis- 
mo, es decir, supone -parafraseando la estupenda definición 
del maestro Sayagués Laso sobre los actos administrativos- 
expresas manifestaciones de voluntad de la Asamblea con ap- 
titud, de acuerdo con la Constitución, para producir determi- 
nados efectos jurídicos. Cuando la Asamblea votó el 2 de 
enero, no emitió un pronunciamiento ni adoptó una decisión. 
Entiendo que ahí está la razón de por qué ahora podemos, sí, 
en plazo, tratar de pronunciamos o decidir. 


El otro error en que a mi juicio incurrió el señor legislador 
Bouza en su primera intervención fue atribuir a la Asamblea 
General en la Legislatura pasada, y particularmente a su Presi- 
dente, el doctor Enrique Tarigo, la decisión de comunicar al 
Poder Ejecutivo las votaciones de Asamblea -que no las deci- 
siones o pronunciamientos- cuando se estaba ante una situa- 
ción similar a la que se dio el 2 de enero, es decir, cuando 
ante observaciones del Poder Ejecutivo en una primera vota- 
ción no se habían logrado los tres quintos de votos para dejar- 
las sin efecto, o la mayoría prevista en la Constitución para 
aprobarlas expresamente. Como bien señaló después el señor 
legislador Zumarán, en esos casos la Asamblea General -en el 
acierto o en el error desde el punto de vista constitucional, y 
con la remarcable excepción de nuestro Presidente, el doctor 
Aguirre Ramírez, entonces senador- quizá por razones políti- 
cas más que jurídicas, decidió, esto es, adoptó la resolución de 
comunicarlo al Poder Ejecutivo dando por terminado el tema 
de las observaciones por éste formuladas, es decir, cortando el 
plazo de sesenta días a pesar de no haber habido una decisión 
o un pronunciamiento sobre ellas. Fue una decisión de la 
Asamblea, pero expresa, y en función de ella es que su Presi- 
dente de entonces, doctor Enrique Tarigo, hizo esa comunica- 
ción al Poder Ejecutivo lo que luego planteó, en el seno del 
Poder Ejecutivo; las observaciones u objeciones que bien se- 
fíalaba el señor legislador Korzeniak. 


Es claro, entonces, que no es lo mismo una votación que 
una decisión o un pronunciamiento de la Asamblea. La deci- 
sión o pronunciamiento es aquella manifestación de voluntad 
de la Asamblea expresada conforme a la Constitución y, por 
tanto, con aptitud para producir efectos jurídicos. La del 2 de 
enero, en tanto no alcanzó para levantar las observaciones ni 
para aprobarlas, fue sólo una votación: no una decisión ni un 
pronunciamiento. Por tanto, el plazo continúa en pie, vence 
hoy a la hora 24 y estamos en condiciones, ahora sí, de decidir 
o pronunciarnos sobre el tema con total arreglo a la Constitu- 


ción. SÁ 


SEÑOR PRESIDENTE. - Solicito que el primer Vicepresi- 
dente del Senado, señor legislador Pereyra, me sustituya en la 
Presidencia a efectos de poder hacer uso de la palabra. 


(Ocupa la Presidencia el señor legislador Carlos Julio Pe- 
reyra) 
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SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos Julio Pereyra). - Tie- 
ne la palabra el señor legislador. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Señor Presidente: la- 
mento sinceramente que el señor legislador Bouza se haya 
retirado de Sala. Su poderosa memoria le permitió recordar lo 
que nosotros suponíamos era una simple peripecia personal 
del avatar de la acción parlamentaria, es decir, el haber sido el 
único legislador que no estuvo de acuerdo con lo actuado en 
la noche del 9 al 10 de noviembre de 1987 en esta Asamblea 
General, aunque en realidad no fue así, porque el señor legis- 
lador Morelli tampoco estuvo de acuerdo. Si bien el señor 
legislador Bouza tuvo esa actitud de reconocimiento puntuali- 
zando que nosotros no habíamos participado de aquel criterio 
que impuso un procedimiento a la Presidencia de la Asamblea 
General, nos formuló en cambio una imputación muy concre- 
ta, y en nuestro concepto muy grave, en cuanto a que actuan- 
do ahora como Presidente de la Asamblea General, luego de 
la sesión del 2 de enero no hicimos lo que según él era nuestro 
deber de acuerdo a la Constitución de la República, o sea, 
comunicar al Poder Ejecutivo la decisión de la Asamblea Ge- 
neral a efectos de que aquel promulgara la ley. Eso fue lo que 
le creímos entender y de allí nuestra radical discrepancia. Al 
respecto, nos preguntamos qué ley podía promulgar en esas 
circunstancias el Poder Ejecutivo, porque allí, precisamente, 
radica el fundamento de nuestra decisión de no comunicarle 
absolutamente nada. 


Cuando la Presidencia de la Asamblea General, del Sena- 
do o de la Cámara de Representantes comunica un proyecto 
de ley al Poder Ejecutivo, es porque éste obviamente está en 
condiciones de cumplir su deber constitucional de promulgar- 
lo cuando se trata de un pronunciamiento de la Asamblea 
General por el que se levantan sus vetos-u observaciones. Si 


- no es así, se le comunica a efectos de que promulgue u opon- 


ga observaciones dentro del término de diez días. Naturalmen- 
te que para que ello ocurra, tiene que haber concordancia de 
voluntades entre el Poder Ejecutivo y el Parlamento, que es el 
primer principio en materia de elaboración de las leyes. Desde 
que el Poder Ejecutivo es colegislador, es obvio que, para que 
exista ley, debe haber acuerdo de voluntades: la del Poder 
Legislativo expresada a través de la votación afirmativa en 
forma sucesiva en ambas Cámaras, y la del Poder Ejecutivo 
mediante el acto de promulgación. Cuando el Poder Ejecutivo 
observa se da la única excepción a este principio admitida por 
la Constitución, pues se produce una segunda votación del 
Parlamento, en este caso de la Asamblea General. Es decir, 
una ratificación de su voluntad originaria expresada por una 
mayoría especial de tres quintos del total de votos presentes 
permite que haya ley contra la voluntad del Poder Ejecutivo. 
Reitero que ésa es la única excepción. 


¿En qué situación estábamos luego de la sesión del día 2 
de enero en la que había habido una expresa discordancia de 
voluntades entre el Poder Ejecutivo y el Parlamento porque 
éste había sancionado la ley y el Poder Ejecutivo la había 
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observado? La Asamblea General se había reunido, había vo- 
tado y no existió quórum suficiente para imponer su voluntad 
al Poder Ejecutivo en una segunda votación. Por lo tanto, no 
hubo una expresión válida de voluntad de la Asamblea Gene- 
ral que obligara al Poder Ejecutivo a promulgar la ley con el 
texto original. Si ante esa votación negativa que no alcanzó 
los tres quintos de votos hubiéramos comunicado al Poder 
Ejecutivo el texto original, habríamos violado la Constitución. 
Le hubiésemos dicho al Poder Ejecutivo que promulgara una 
ley que observó, aun cuando las observaciones no habían sido 
levantadas por la mayoría requerida por la Constitución. En 
tal supuesto, el Poder Ejecutivo bien se podría haber negado a 
promulgar la ley porque de nuestra parte habría habido una 
violación de la Constitución. 


¿En qué otras hipótesis la Presidencia de la Asamblea Ge- 
neral en esta situación puede comunicar al Poder Ejecutivo el 
texto de la ley? Existen otras dós hipótesis. La primera es 
cuando, a través de una votación expresa, la Asamblea Gene- 
ral por mayoría absoluta de presentes acepta las observaciones 
parciales del Poder Ejecutivo. El día 2 de enero no se realizó 
esa votación; no hubo moción en tal sentido y por ello nos 
vimos obligados a levantar la sesión. Por tanto, desde que no 
hubo un pronunciamiento expreso a tenor del artículo 139 de 
la Constitución aprobando las observaciones del Poder Ejecu- 
tivo, tampoco aquí hubo concordancia de voluntades entre 
ambos Poderes y, por lo tanto, no podía existir una ley a 
promulgarse con el texto querido por el Poder Ejecutivo. 


¿Cuál es la otra hipótesis? Transcurrido el término de 60 
días sin el pronunciamiento de la Asamblea General aproban- 
do o rechazando las observaciones del Poder Ejecutivo -hipó- 
tesis que puede darse hoy si llegamos a las 24 horas y no se 
aprueban las observaciones- en ese caso la Constitución impu- 
ta una voluntad ficta a la Asamblea General, se presume el 
acuerdo de voluntades entre ambos Poderes y la Mesa tiene la 
obligación de comunicar al Poder Ejecutivo el texto de la ley. 
¿Cuál texto? ¿El original? No; el original sin las disposiciones 
observadas por el Poder Ejecutivo. 


Estas son las únicas tres hipótesis en que la Presidencia de 
la Asamblea General está autorizada constitucionalmente a 
comunicar al Poder Ejecutivo una ley observada, a efectos de 
que la promulgue. Reitero las tres hipótesis. La primera refie- 
re a observaciones levantadas por los tres quintos de votos del 
total de presentes de la Asamblea General, promulgándose el 
texto originario de la ley contra la voluntad del Poder Ejecuti- 
vo. La segunda hipótesis tiene relación con observaciones 
aprobadas expresamente por mayoría absoluta de presentes de 


la Asamblea General: se promulga el texto de la ley querido" 


por el Poder Ejecutivo, con la aquiescencia expresa de la 
Asamblea General. La tercera hipótesis es cuando, transcurri- 
do el plazo de sesenta días sin pronunciamiento de la Asam- 


blea General, hay aprobación ficta de las observaciones; tam- - 


bién se promulga el texto de la ley querido por el Poder 
Ejecutivo, sin ninguna de las disposiciones por él observadas. 
Evidentemente, en ninguna de esas tres hipótesis estábamos el 
día 2 de enero. Nos encontrábamos en una situación de oposi- 
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ción entre el Poder Ejecutivo y el Parlamento: el Poder Ejecu- 
tivo había querido vetar la ley y el Parlamento había querido 
levantar las observaciones, pero no lo pudo hacer porque no 
reunió los tres quintos de votos exigidos por la Constitución. 
Entonces, ¿cómo íbamos a hacer eso que nos reclama el señor 
legislador Bouza? Ello habría implicado una violación fla- 
grante de la Carta. No existía ley, como tampoco la hay ahora, 
porque aún no ha habido concordancia de voluntades, expresa 
ni ficta, entre el Poder Ejecutivo y el Parlamento, ni un levan- 
tamiento de las observaciones por los tres quintos de votos 
que exige la Constitución a fin de que, en una segunda vota- 
ción, la voluntad del Parlamento prevalezca sobre la del Poder 
Ejecutivo. Y no es argumento válido para rechazar este proce- 
dimiento -que nosotros seguimos con absoluta convicción des- 
pués del 2 de enero- lo que ocurrió en la Asamblea General en 
1987, que lo tenemos bien presente. Además, para refrescar la 
memoria, hemos conseguido el tomo del Diario de Sesiones 
de la Asamblea General de esa época. Como recordaba el 
señor legislador Zumarán, lo que ocurrió es que se trataba de 
una Ley de Rendición de Cuentas a la cual el Gobierno del 
Presidente Sanguinetti le había interpuesto más de noventa 
observaciones parciales. En la Asamblea General no había 
tres quintos de votos para levantar las observaciones, como 
quería la oposición, pero a su vez, la bancada de Gobierno no 
contaba con mayoría absoluta para aprobar dichas observacio- 
nes, y se estaba en un callejón sin salida. La única alternativa 
era dejar transcurrir el plazo de sesenta días para que se pro- 
dujera la aprobación ficta de las observaciones. Sin embargo, 
por razones políticas se quería que la ley entrara en vigencia 
de inmediato. Entonces, entre quienes en aquella época eran - 
a la sazón, como dicen algunos- el señor senador García Cos- 
ta, hoy Ministro de Educación y Cultura, y el entonces legisla- 
dor Cataldi, se hizo en antesalas un acuerdo político. Dicho 
acuerdo se llevó a la práctica a través de una moción que pre- 
sentaron los señores legisladores del Partido Nacional García 
Costa, Fuentes, Pereyra y Rodríguez Labruna. Aquel conjunto 
de observaciones se había votado en dos grupos separados. 


Ambas votaciones fueron proclamadas negativas, porque 
en ningún caso se obtuvieron los tres quintos de votos para 
levantar las observaciones. Entonces, por medio de esa mo- 
ción, se dispuso: “Atento al resultado de las votaciones efec- 
tuadas en la fecha en el seno de este Cuerpo, la Asamblea 
General adopta la siguiente decisión con alcance de pronun- 
ciamiento: Comuníquese de inmediato al Poder Ejecutivo el 
proyecto de ley, a sus efectos”. Se tomó la votación nominal y 
por 122 votos en 123 resultó aprobada la moción, y el señor 
Presidente de la Asamblea General, doctor Tarigo, de acuerdo 
con lo resuelto por esa abrumadora mayoría, comunicó el 
proyecto de ley en esas condiciones al Poder Ejecutivo. 


Reitero que' el voto negativo no fue el mío. En esa oportu- 
nidad me retiré de Sala y le dije al señor legislador García 
Costa que para mí era una violencia votar en contra de una 
moción presentada por legisladores de mi Partido, sin perjui- 
cio de que creía que ella representaba una flagrante violación 
de la Constitución. Quien votó en contra fue el entonces señor 
legislador León Morelli. 
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Reitero que tal decisión configuró una violación de la 
Constitución de la República, porque no se habían levantado 
las observaciones, ni tampoco se habían aprobado en forma 
expresa, ni había transcurrido el plazo de sesenta días, de 
modo tal que no había acuerdo entre el Poder Ejecutivo y el 
Parlamento. Es cierto que eso se hizo, pero se hizo mal, vio- 
lando la Constitución de la República, cosa que no ocurrió el 
día 2 de enero. En esa fecha no hubo un pronunciamiento 
válido de la Asamblea General; habían transcurrido diez o 
doce días -no recuerdo- y al respecto la Constitución fija un 
plazo de sesenta, Luego, se deja transcurrir ese plazo de se- 
senta días, como corresponde. 


Entonces, lo que ahora está en duda es si la votación nega- 
tiva-del día 2 de enero impide hoy volver a votar sobre el 
mismo problema, es decir sobre el levantamiento de las obser- 
vaciones. Y si hoy se obtiene un pronunciamiento por más de 
tres quintos de presentes, dentro del plazo de sesenta días; si 
el mismo anula o deja sin efecto el anterior pronunciamiento, 
en el cual no se obtuvo esa mayoría. Eso es lo que está en 
discusión, pero no lo que ha planteado el señor legislador 
Bouza porque, en mí concepto, los precedentes equivocados 
no sólo no constituyen fuente de Derecho, sino que no sientan 
doctrina ni jurisprudencia. Lo que por necesidad o convenien- 
cia política se decidió en 1987, en modo alguno nos obliga en 
1992, 


Es cuanto quería expresar, señor Presidente. 


(Ocupa la Presidencia el señor legislador Aguirre Ramí- 
rez) 


SEÑOR PRESIDENTE. - No habiendo más oradores ano- 
tados, se va a votar la moción presentada. 


A los efectos de que no haya confusiones, se recuerda que 
si esta moción resultara afirmativa determina el levantamiento 
de las observaciones interpuestas por el Poder Ejecutivo al 
proyecto de tey en discusión en lo que dice relación con el 
artículo 1%, inciso segundo, incluidos sus literales A), B) y C); 
con el artículo 2%, inciso tercero; con el artículo 4%; con el 
artículo 5*, literales A), B) y C) y los incisos segundo y terce- 
ro del literal D); con el artículo 6*, literales C) y D); con el 
artículo 7*, literal B) y con los artículos 15 y 17. 


De acuerdo con el artículo 141 dé la Constitución de la 
República corresponde votar en forma nominal. Quienes lo 
hagan por la afirmativa votarán por el levantamiento de las 
observaciones, es decir por la ratificación de los textos origi- 
narios del proyecto de ley; asimismo, quienes voten por la 


negativa, lo harán por el mantenimiento de las observaciones 
Ri 


del Poder Ejecutivo. 
Se va a tomar la votación en forma nominal. 
(Se toma en el siguiente orden:) 


SEÑOR ABREU. - Por la negativa. 


24 de Febrero de 1992 


SEÑOR ALONSO TELECHEA. - Por la negativa. 
SEÑOR AMORIN LARRAÑAGA. - Por la afirmativa. 
SEÑOR ARANA. - Por la afirmativa. 

SEÑOR ARAUJO., - Por la afirmativa. 

SEÑOR ASTORI. - Por la afirmativa. 

SEÑOR BATALLA. - Por la afirmativa. 

SEÑOR BELVISI. - Por la afirmativa. 

SEÑOR BLANCO. - Por la negativa. 

SEÑOR BRUERA. - Por la afirmativa. 

SEÑOR CADENAS BOLX. - Por la negativa. 
SEÑOR CASSINA. - Por la afirmativa. 

SEÑOR CIGLIUTI. - Por la afirmativa. 

SEÑOR GARGANO. - Por la afirmativa. 

SEÑOR GONZALEZ MODERNELL, - Por la negativa. 
SEÑOR IRURTIA,. - Por la afirmativa. 

SEÑOR JUDE. - Por la afirmativa. 

SEÑOR KORZENIAK. - Por la afirmativa. 
SEÑOR MILLOR. - Por la afirmativa. 

SEÑOR PEREYRA. - Por la afirmativa. 

SEÑOR PEREZ. - Por la afirmativa. 

SEÑOR RAFFO. - Por la negativa. ? 
SEÑOR GUNTIN. - Por la afirmativa. 

SEÑOR SANTORO. - Por la negativa. 

SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. - Por la negativa. 
SEÑOR SINGLET. - Por la afirmativa. ] 
SEÑOR URIOSTE. - Por la negativa. 

SEÑOR ZUMARAN. - Por la afirmativa. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Por la negativa. 
SEÑOR ALVAREZ. - Por la afirmativa. 


SEÑOR ALVAREZ VIERA. - Por la afirmativa. 
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SEÑOR AMARO. - Por la afirmativa. 

SEÑOR AMORIN SUPPARO. - Por la negativa. 
SEÑOR ANDRADE, - Por la afirmativa. 
SEÑOR ANDRIOLO. - Por la negativa. 


SEÑOR ANTONACCIO. - Por la negativa. 


- SEÑOR ATCHUGARRY. - Por la negativa. 


va. 


SEÑOR AYALA. - Por la negativa, 

SEÑOR BARRIOS ANZA. - Por la afirmativa. 
SEÑOR BAYARDI. - Por la afirmativa. 
SEÑORA BERAMENDI. - Por la afirmativa. 
SEÑOR BERTACCHI. - Por la afirmativa. 
SEÑOR BERTOLINI. - Por la afirmativa. 
SEÑOR BORGES. - Por la afirmativa. 
SEÑOR BOSCH. - Por la negativa. 

SEÑOR CAPUTLI. - Por la afirmativa. 


SEÑOR CARAMBULA (don Gonzalo). - Por la afirmati- 


. SEÑOR CARAMBULA (don Marcos). - Por la afirmativa. 


SEÑOR CONDE MONTES DE OCA. - Por la afirmativa. 
SEÑOR CORES. - Por la afirmativa. 

SEÑOR CORONEL NIETO. - Por la afirmativa. 
SEÑOR COURIEL. - Por la afirmativa. 

SEÑOR CRAVIOTTO. - Por la afirmativa. 

SEÑOR CZARNIEVICZ. - Por la negativa. 
SEÑOR CHAPPER. - Por la negativa. 

SEÑOR CHIFFLET. - Por la afirmativa. 

SEÑOR DA ROSA VAZQUEZ. - Por la afirmativa. 
SEÑOR DELGADO SICCO. - Por la afirmativa. 
SEÑOR DIAZ CHAVEZ. - Por la afirmativa. 


SEÑOR DIAZ MAYNARD. - Por la afirmativa. 
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SEÑOR FAL. - Por la afirmativa. 

SEÑOR FERNANDEZ. - Por la afirmativa. 

SEÑOR FERREIRA. - Por la afirmativa. 

SEÑOR FERRIZO. - Por la negativa. 

SEÑOR GARAT. - Por la negativa. 

SEÑOR GARCIA. - Por la afirmativa. 

SEÑOR GARCIA PINTOS. - Por la afirmativa. 
SEÑOR GONZALEZ PERLA. - Por la afirmativa. 
SEÑOR GUADALUPE, - Por la afirmativa. 

SEÑOR GUERRA CARABALLO. - Por la afirmativa. 
SEÑOR GUTIERREZ. - Por la negativa. 

SEÑOR HAEDO HARLEY. - Por la negativa. 
SEÑOR HEBER. - Por la negativa. 

SEÑOR HEBER FÚLGRAFF. - Por la negativa. 
SEÑOR HIERRO LOPEZ. - Por la afirmativa. 
SEÑOR IBARRA. - Por la afirmativa. 

SEÑOR LATEULADE. - Por la afirmativa. 

SEÑOR LEGNANI. - Por la afirmativa. 

SEÑOR LENZI. - Por la negativa. 

SEÑOR LESCANO. - Por la afirmativa. 

SEÑOR LEV. - Por la afirmativa. 

SEÑOR LOSADA. - Por la negativa. 

SEÑOR MACHIÑENA. - Por la negativa. 

SEÑOR MAGURNO. - Por la negativa. 

SEÑOR MALLO. - Por la negativa. 

SEÑOR MARTINEZ HUELMO. - Por la negativa. 
SEÑOR MARTORELL LIBRAN. - Por la afirmativa. 
SEÑOR MELO SANTA MARINA. - Por la afirmativa, 
SEÑOR MICHELLINI. - Por la afirmativa. 

SEÑOR MOLINELLI. - Por la afirmativa. 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA. - Por la negativa. 
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SEÑOR MORELL. - Por la negativa. 
SEÑOR ORTIZ. - Por la negativa. 
SEÑORA OSORES DE LANZA. - Por la negativa. 
SEÑORA PALOMEQUE. - Por la negativa. 

SEÑOR PEREIRA PABEN. - Por la afirmativa. 
SEÑOR PIANA EFFINGER. - Por la negativa. 
SEÑORA PIÑEYRUA. - Por la afirmativa, 
SEÑOR PITA. - Por la mais: 
SEÑOR POZZOLO. - Por la afirmativa. 
SEÑOR PREVITALI. - Por la afirmativa. 
SEÑOR PRIETO. - Por la afirmativa. 
SEÑOR RIESGO. - Por la afirmativa. 
SEÑOR ROCHA IMAZ. - Por la afirmativa. 
SEÑOR RODRIGUEZ (don Ambrosio). - Por la negativa. 
SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. - Por la afirmativa. 


SEÑORA RODRIGUEZ DE GUTIERREZ. - Por la afir- 
mativa. 


SEÑOR ROMERO. - Por la negativa. 

SEÑORA RUBIO DE VARACCHL. - Por la negativa. 
SEÑOR SANABRIA. - Por la afirmativa. 

SEÑOR SANSEVIERO. - Por la afirmativa. 
SEÑORA SARAVIA OLMOS. - Por la afirmativa. 
SEÑOR SARTHOU. - Por la afirmativa. 

SEÑOR SEDARRI LUACES. - Por la negativa. 
SEÑOR SILVEIRA. - Por la afirmativa. 

SEÑOR SOSA ACOSTA. - Por la afirmativa. 
SEÑOR STIRLING. - Por la afirmativa. 

SEÑOR STORACE MONTES. - Por la negativa. 


SEÑOR SUAREZ LERENA. - Por la afirmativa. 
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SEÑOR SUAREZ LORENZO. - Por la negativa. 
SEÑOR TAVARES. - Por la afirmativa. 
SEÑOR TORIANL - Por la afirmativa. 


SEÑOR ZORRILLA DE SAN MARTIN. - Por la negati- 
va. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta del resultado de la 
votación. 


SEÑOR SECRETARIO (doctor Juan Harán Urioste). - 
Han votado 123 legisladores: 80 lo han hecho por la afirmati- 
va y 43 por la negativa. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se ha alcanzado el quórum de 
tres quintos de votos que establece el artículo 138 de la Cons- 
titución. Por consiguiente, quedan levantadas aquellas obser- 
vaciones respecto de las cuales ha recaído votación. 


Antes de levantar la sesión y a efectos de clarificar el 
proceder de la Mesa, ésta informa que, vencido a medianoche 
el plazo de sesenta días establecido por la Constitución, en el 
día de mañana, la Presidencia de la Asamblea General comu- 
nicará al Poder Ejecutivo el proyecto de ley con la relación de 
todas aquellas disposiciones que no fueron objeto de observa- 
ción, así como de todas aquellas respecto de cuyas observa- 
ciones ha recaído este pronunciamiento afirmativo de la 
Asamblea, y excluirá aquellas disposiciones que fueron obser- 
vadas respecto de las cuales no ha recaído pronunciamiento. 
Las disposiciones observadas, y respecto de las cuales no ha 
recaído pronunciamiento de la Asamblea son: el inciso prime- 
ro del literal D) del artículo 5% y los artículos 18 a 56 del 
proyecto original. 


De esa manera se procederá y se comunicará el proyecto 
de ley al Poder Ejecutivo a los efectos de su promulgación. 


(Aplausos en la Barra) 

6) SE LEVANTA LA SESION 
SEÑOR PRESIDENTE. - Se levanta la sesión. 
(Es la hora 18 y 10) 
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